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Resumen 

 

    La presente investigación lleva por título “La tipificación de la infracción y sanción 

por el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas 

N°28094 y su incidencia en el comportamiento de los partidos políticos, Lima 2020” 

 

    Tiene como objetivo general establecer la forma en que la tipificación de la 

infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de 

Organizaciones Políticas N°28094, incide en el comportamiento de los partidos políticos, Lima 

2020. La metodología del estudio es de tipo jurídico descriptivo- explicativo, con un enfoque 

de tipo cualitativo, el método general analítico, como método especifico el descriptivo – 

explicativo, diseño Transversal - No experimental ya que nos enfocamos en un periodo de 

tiempo determinado,  se utiliza como técnicas el análisis de datos y las entrevistas con sus 

respectivos instrumentos. En cuanto a los resultados, de acuerdo al análisis y a las entrevistas 

realizadas, se tiene que la totalidad de los entrevistados se  muestran de acuerdo y/o a favor 

con la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público 

Directo, de ahí  se desprende su incidencia en el comportamiento de los partidos políticos. La 

conclusión confirma el supuesto general, que la tipificación de la infracción y sanción incide 

en el comportamiento de los partidos políticos porque son las organizaciones beneficiarias 

directamente con la subvención monetaria, delimitando positivamente la Ley su actuación. 

 

PALABRAS CLAVES: Financiamiento Público Directo. Partidos Políticos. Uso 

indebido. Infracción. Sanción.  
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Abstract 

 

This research is entitled "The classification of the infraction and sanction for the 

improper use of Direct Public Financing in the Law of Political Organizations No. 28094 and 

its impact on the behavior of political parties, Lima 2020" 

 

The general objective of the study is to establish the way in which the typification of 

the infraction and sanction for the improper use of Direct Public Financing in the Law of 

Political Organizations N°28094, affects the behavior of the political parties, Lima 2020. The 

methodology of the study is of a legal descriptive-explanatory type, with a qualitative approach, 

the general analytical method, as specific method the descriptive - explanatory, Transversal - 

Non-experimental design since we focus on a certain period of time, data analysis and 

interviews with their respective instruments are used as techniques. As for the results, 

according to the analysis and the interviews conducted, all the interviewees agree and/or are in 

favor of the typification of the infraction and sanction for the improper use of Direct Public 

Financing, hence its incidence in the behavior of political parties. The conclusion confirms the 

general assumption that the typification of the infraction and sanction has an impact on the 

behavior of the political parties because they are the organizations that directly benefit from 

the monetary subsidy, positively delimiting their actions by the Law. 

 

KEY WORDS: Direct Public Financing. Political parties. Improper use. Infringement. 

Sanction. 
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Introducción 

 

La investigación desarrollada lleva por título “La tipificación de la infracción y sanción 

por el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas 

N°28094 y su incidencia en el comportamiento de los partidos políticos, Lima 2020” 

 

El Financiamiento Público Directo, es otorgado a aquellas organizaciones que hayan 

alcanzado representación congresal, siendo su distribución y utilización para fines específicos 

regulados en la Ley de Organizaciones Políticas, sin embargo, su vulneración por parte de los 

partidos políticos, hasta setiembre de 2020, no se constituía como una infracción y, por tanto, no 

era pasible de sanción. En ese sentido, la presente investigación tiene por finalidad determinar la  

forma en que su tipificación (de la infracción y sanción), incide en el comportamiento de los 

partidos políticos, explicando el por qué resultó necesario tipificarlas. 

 

Para lograr tal objetivo, la investigación se encuentra dividida en cuatro capítulos, según 

se detalla: 

 

Capítulo I - conoceremos el problema, para lo cual detallaremos los antecedentes, el 

problema específico que motiva la presente investigación, así como los objetivos, tanto general 

como específicos que se busca alcanzar de manera tal que  evidenciemos la importancia de la  de 

la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo 

en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094. 

 

Capítulo II - abordaremos el marco teórico, donde profundizaremos los conceptos y/o 

definiciones claves  que nos permitan entender y conocer a fondo el tema estudiado, para ello nos 
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apoyaremos por ejemplo en las leyes y la doctrina existente, fuentes que nos permitirán realizar el 

análisis requerido para arribar a las conclusiones.   

   

Capítulo III - conoceremos la metodología empleada, para lo cual se detallará el tipo y 

diseño de la investigación, escenario de estudio y los participantes, las estrategias de producción y 

análisis de los datos recogidos, dando a conocer además los criterios de rigor empleados y los 

aspectos éticos considerados por el investigador para el desarrollo de la tesis.     

 

Capítulo IV.- se presentará y discutirán los resultados obtenidos en base a las técnicas e 

instrumentos utilizados para el acopio de los datos. 

 

Capítulo V.- se detallarán las conclusiones y recomendaciones arribadas, las mismas que 

serán base de investigaciones futuras. 

 

El aporte del presente trabajo, es dar a conocer la importancia  de la tipificación de la 

infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de 

Organizaciones Políticas, y a raíz de ello, dar a conocer la relación directa que la modificación de 

la normativa tiene sobre el comportamiento de los partidos políticos, mostrando que a partir de 

esta tipificación se llenan justamente los vacíos legales que existían al respecto, con la finalidad 

de evitar y/o erradicar los comportamientos negativos por parte de los partidos, de modo tal que, 

a partir de ese momento la norma pueda cumplir a cabalidad su finalidad y lo más importante, sin 

afectar el presupuesto nacional y con ello la economía del país, sirviendo además de antecedente 

para futuras investigaciones en materia del Derecho Administrativo Electoral. 
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CAPÍTULO I 

 

EL PROBLEMA 

 

1.1 Antecedentes 

    

1.1.1 Descripción de la realidad problemática 

 

El presente trabajo se titula “La tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido 

del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094 y su incidencia 

en el comportamiento de los partidos políticos, Lima 2020” 

 

El tema del financiamiento político es de gran importancia, no solo en el ámbito local y 

nacional, sino, además, a nivel  internacional, donde se reconoce la  existencia de tres tipos de 

financiamiento político: público, privado y mixto. El tratadista Zovatto (2003) respecto al 

financiamiento refiere que está, “orientada a mitigar los altos niveles de corrupción política 
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generados por la búsqueda insaciable de fondos que les permita a los grupos partidarios solventar 

los gastos electorales y su funcionamiento ordinario”(pág. 27). 

 

En el caso peruano, nuestro país adopta el sistema de financiamiento mixto, “…es decir, 

tanto público como privado, frente a este hecho, la Ley de Organizaciones Políticas ha establecido 

la creación de un organismo fiscalizador” (Burga Rojas y Burga Rojas, 2018), ya que el dinero es 

un recurso indispensable para desarrollar y ejercer sus funciones. En ese sentido, “ya sea que 

provenga de fuentes exclusivamente públicas o privadas, o se tenga un sistema mixto de 

financiación, es un recurso primordial para garantizar la existencia de una competencia electoral” 

(ONPE, 2018, pág. 21).  

 

Lo que persigue este tipo mixto de financiamiento es, “…evitar la dependencia de los 

partidos políticos respecto del Estado […] así como impedir la influencia o el condicionamiento 

de que puedan ser objeto  por parte de grupos de interés” (Bernal, 2006, pág. 65). En otras palabras, 

permite que la organización política no depende exclusivamente del Estado, pero tampoco de sus 

propios recursos. 

 

A nivel nacional y local, Ley de Organizaciones Políticas (LOP) - Ley N° 28094 es el 

marco normativo vigente desde el 01 de noviembre del año 2003; hasta la emisión de esta ley, 

Sagástegui (2006) afirma que, “en el Perú no se contaba con una regulación sobre partidos 

políticos” (pág. 135). Sostienen también Burga Rojas y Burga Rojas (2018) que: 

“…conjuntamente con la Ley tenemos también su Reglamento; siendo dichos marcos normativos, 

el marco legal de las organizaciones políticas en el Perú” (pág. 18). Este marco es el que regula 
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las modalidades de financiamiento, centrándonos en esta investigación específicamente en el 

Financiamiento Público Directo. 

 

La Oficina Nacional de Procesos Electorales (2015) sostiene que, “…el financiamiento 

público directo es la transferencia de fondos del tesoro público a los partidos políticos y alianzas 

electorales que mantienen su vigencia y obtienen representación en el Congreso de la República” 

(pág. 108). En palabras de Tuesta (2011), “es la entrega de dinero que hace el Estado a los partidos 

políticos para que los destinen a determinadas actividades previamente establecidas en su 

normatividad interna” (pág. 448). 

 

Este tipo de financiamiento recién se hizo efectivo y aplicable a partir del ejercicio anual 

2017 (Congreso de la República, 2016). No obstante, hasta antes del 25 de setiembre de 2020, pese 

a que la norma establecía las reglas de uso, su incumplimiento no se encuentra tipificado como 

una infracción en la ley y, por tanto, no era pasible de sanción, lo que ocasionaba casos de  uso 

indebido por parte de los partidos políticos. Es así que, Flores  (2014) sugiere “un régimen más 

efectivo de financiamiento, fiscalización y sanciones” (pág. 118). 

 

 Recién con la publicación de la Ley N° 31046 de fecha 25 de setiembre de 2020, se tipifica 

este vació existente. Frente a ello, surge la necesidad de establecer la forma en que la tipificación 

de la infracción y sanción por su uso indebido incide en el comportamiento de los partidos 

políticos. 
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1.2 Problema de Investigación  

 

1.2.1. Problema General 

 

- ¿Por qué la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento 

Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094, incide en el comportamiento de 

los partidos políticos, Lima 2020? 

 

1.2.2. Problemas Específicos 

 

- ¿Por qué  el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones 

Políticas  N°28094 afecta el erario público nacional? 

 

- ¿Cuál es la importancia de la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido 

del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094 

respecto al comportamiento de los partidos políticos?   

 

1.3 Objetivos de la Investigación 

 

1.3.1. Objetivo General 

 

- Establecer la forma en que la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido 

del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094, incide en el 

comportamiento de los partidos políticos, Lima 2020. 
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1.3.2. Objetivos Específicos 

 

- Investigar como el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de 

Organizaciones Políticas N° 28094 afecta el erario público nacional. 

 

- Identificar la importancia de la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido 

del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094 

respecto al comportamiento de los partidos políticos. 

 

1.4 Delimitación de la Investigación 

 

1.4.1 Delimitación Espacial  

 

La investigación se realizará en la ciudad de Lima. 

 

1.4.2 Delimitación Social 

 

La investigación se delimita socialmente por los partidos políticos de la ciudad de Lima, 

beneficiarios del FPD, es decir, aquellos que hayan alcanzado representación congresal y por los 

abogados vinculados con el derecho electoral. 

 

1.4.3 Delimitación Temporal  

 

La presente investigación se realiza durante el periodo 2019 - 2020. 



16 

 

 

 

 

1.4.4 Delimitación Conceptual 

 

La presente investigación se realiza en el ámbito de la Ley de Organizaciones Políticas 

N°28094 y la Ley N° 31046, Ley que modifica el Título VI  Del Financiamiento de los Partidos 

Políticos de la Ley N° 28094. Resultando importante tener en cuenta conceptos claves en relación 

a nuestras dos categorizaciones, como son: 

 

Uso indebido del Financiamiento Público Directo: “El uso indebido se refiere a la acción 

que no es lícita, justa o conveniente” (Reverso Diccionario, 2020). 

 

Comportamiento de los partidos políticos: “Los partidos políticos son asociaciones de 

ciudadanos que constituyen personas jurídicas de derecho privado, cuyo objeto es participar por 

medios lícitos, democráticamente, en los asuntos públicos del país dentro del marco de la 

Constitución Política del Estado y de la presente ley” (ONPE, 2018, pág. 463). 

 

1.5 Relevancia 

 

El tema del Financiamiento Público Directo es interesante e importante a la vez, más aún 

si se tiene en cuenta que este beneficio, que solo le es otorgado a los partidos políticos y a las 

alianzas electorales que hayan alcanzado representación congresal, se otorga con afectación al 

erario público nacional, al ser cargado al presupuesto general de nuestro país. 

 

Por tal motivo, cuando la infracción y sanción por su uso indebido aún no se encontraba 

tipificada de manera expresa en la normativa, era inminente la posibilidad de que las 
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organizaciones utilicen dichos fondos para fines distintos a los establecido, buscando así intereses 

particulares que le permitan ciertas ventajas frente al resto de organizaciones y lo que es peor, estar 

exentos de sanción, pues como sabemos, en nuestro país nadie está obligado a hacer lo que la ley 

no manda. 

 

Y es que si bien la norma, regulaba las infracciones y sanciones respectivamente, no 

incluían dentro de su categorización de infracciones (leves, graves o muy graves) la relacionada 

con el uso indebido del ingreso percibido por el Financiamiento Público Directo, pudiendo de esta 

manera las organizaciones, utilizar o destinar dicho fondo para cubrir actividades distintas a lo 

establecido, vulnerando de esta manera la ley y afectando negativamente el erario público. 

 

Por ello, debido a ese vacío legal existente, se tipificó de manera clara y expresa  que el 

uso indebido del Financiamiento Público Directo constituye hoy en día una infracción, de esta 

manera ya no se deja prácticamente al libre albedrio de estas organizaciones el utilizar este dinero 

para un fin distinto, lo que antes hacían aun sabiendo que existían reglas de uso, y ello porque 

sabían también que la norma no regulaba una infracción y por ende no la sancionaba. 

 

Entonces, lo que se buscó con esta tipificación fue tener un marco legal completo, sujeto y 

pasible de un debido cumplimiento, evitando así que las organizaciones políticas en aras de buscar 

sus propios beneficios  y de buscar en cierta medida también una diferencia en la competencia 

electoral, es decir, obtener más ventajas frente a otras organizaciones, logrando que este tipo de 

casos de vulneración de la norma ya no se presenten, disminuyendo la cantidad de casos de 
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incumplimiento por el uso indebido de los fondos obtenidos mediante el Financiamiento Público 

Directo. 

 

Dicha tipificación incide directa y positivamente sobre el comportamiento de los partidos 

políticos, teniendo en cuenta que, con el reconocimiento expreso en la Ley de Organizaciones 

Políticas, se  ha buscado garantizar e incentivar el adecuado cumplimiento de las normas respecto 

al uso de este tipo de financiamiento, a fin de que ya no existan estos vacíos y la confusión de que 

se valían las organizaciones políticas para evadir las reglas. 

 

Por ello, con la tipificación, en la última modificación realizada a la Ley de Organizaciones 

Políticas, se llenan justamente estos vacíos legales que existían al respecto, con la finalidad de 

evitar y/o erradicar los comportamientos negativos por parte de los partidos, de modo tal que a 

partir de ese momento la norma pueda cumplir a cabalidad su finalidad y lo más importante sin 

afectar el presupuesto nacional. 

 

En ese orden de ideas, como aporte la presente investigación busca dar a conocer no solo 

la relevancia del Financiamiento Público Directo, sino además explicar la importancia de tipificar 

su uso indebido como infracción pasible de sanción,  entendiendo como es que esta última 

modificación normativa implica un gran beneficio para el país en general, al incidir de forma 

positiva sobre el comportamiento de los partidos políticos. Busca, asimismo, servir de fuente de 

conocimiento para futuros trabajos, respecto a la materia. 
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1.6 Justificación 

 

En esta parte de la investigación, se expondrán las razones por las cuales se considera 

importante el presente trabajo, tal como afirma Hernández et al. (2014) que, es necesario 

justificar el estudio mediante la exposición de sus razones (el para qué del estudio o por qué 

debe efectuarse).  

 

1.6.1 Teórica  

 

La justificación teórica busca “describir cuáles son las brechas de conocimiento existentes 

que la investigación buscará reducir” (Alvarez, 2021, pág. 1). Teóricamente, el valor de la presente 

investigación consiste en  aportar conocimiento sobre el Financiamiento Público Directo. 

 

Si bien, la Oficina Nacional de Procesos Electorales es el ente electoral que se encarga de 

verificar y controlar de manera externa la actividad económica y financiera de las organizaciones 

políticas y sancionar, según corresponda, a aquellas organizaciones que infrinjan y/o vulneren lo 

dispuesto en la Ley de Organizaciones Políticas, respecto al financiamiento.   

 

Tiempo atrás, al revisar la norma por un tema específico referente al tema en mi quehacer 

laboral, pude evidenciar los vacíos legales que existían respecto al uso indebido de los fondos 

obtenidos por el Financiamiento Público Directo, y más fue mi preocupación por el hecho de que 

estos fondos afectan el erario público nacional, toda vez que se entregan con cargo al Presupuesto 

General, es decir, dinero que pertenece a todos los peruanos. 
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Por ello, cuando en setiembre de 2020, mes en que se publica la Ley N° 31046 que 

modificaba el titulo sexto de la Ley de Organizaciones Políticas referida al financiamiento de los 

partidos políticos, grata fue mi sorpresa al notar que esta última modificación de la norma incluía 

la tipificación de la infracción y de la sanción por el uso indebido del Financiamiento Público 

Directo, categorizándola dentro del grupo de infracciones y sanciones de tipo muy  grave. 

 

A partir de esta modificación lo que inmediatamente me pregunté fue como sería ahora que 

ya se encuentra tipificada, su incidencia sobre el comportamiento de los partidos políticos, esto 

teniendo en cuenta que su tipificación obedece justamente al hecho de que estas organizaciones 

tenían prácticamente carta abierta para utilizar los fondos obtenidos a fines distintos a los previstos 

en la ley. Por tanto, es este el motivo fundamental, por lo que decidí llevar a cabo esta 

investigación. 

 

Como aporte la presente investigación busca dar a conocer no solo la relevancia del 

Financiamiento Público Directo, sino explicar la importancia de tipificar su uso indebido como 

infracción pasible de sanción,  entendiendo como es que esta última modificación normativa 

implica un gran beneficio para el país en general, al incidir de forma positiva sobre el 

comportamiento de los partidos políticos. Busca, asimismo, servir de fuente de conocimiento para 

futuros trabajos, respecto a la materia, ello considerando que no existen trabajos de investigación 

que aborden de manera específica el uso indebido de este tipo de financiamiento, campo 

comprendido dentro del Derecho Electoral. 
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1.6.2 Metodológica  

 

La justificación metodológica busca “describir la razón de utilizar la metodología 

planteada” (Alvarez, 2021, pág. 2). 

 

Este trabajo parte del problema general  ¿Por qué la tipificación de la infracción y sanción 

por el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas 

N°28094, incide en el comportamiento de los partidos políticos, Lima 2020? 

 

Para responder a dicha problemática planteada, se cumplirá con un proceso metodológico, 

estableciendo objetivos y valiéndonos de técnicas e instrumentos que nos permitan recabar, 

organizar y analizar la información. 

 

1.6.3 Práctica  

 

La justificación práctica busca “describir de qué modo los resultados de la investigación 

servirán para cambiar la realidad del ámbito de estudio” (Alvarez, 2021, pág. 2). 

 

En la práctica, la investigación se lleva a cabo con el fin de establecer la forma en que la 

tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo, 

incide en el comportamiento de los partidos políticos, ya que esta modificación normativa delimita 

de manera directa y positiva su actuación, protegiendo el erario público nacional. 
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1.7 Operacionalización de las Categorizaciones 

 

Categorización Definición 

Conceptual 

Definición 

Operacional 

Dominios Dimensiones 

Categorización 1: 

 

Uso indebido del 

Financiamiento Público 

Directo. 

 

“El uso indebido se 

refiere a la acción 

que no es lícita, 

justa o 

conveniente” 

(Reverso 

Diccionario, 2020). 

 

Lo indebido se 

define como  

“lo que no es 

obligatorio, 

inexigible, injusto, 

ilícito, ilegal” 

(Enciclopedia 

Jurídica, 2020). 

Para efectos de la 

presente investigación,  

está relacionado con el 

hecho de que las 

organizaciones 

políticas beneficiarias 

con la el 

financiamiento público 

directo utilicen dichos 

fondos para gastarlos 

en actividades no 

consideradas dentro de 

Ley. Para esto vamos a 

operacionalizar a través 

del análisis 

documental, doctrina, 

entrevistas y 

recabación de casos. 

-Casos de 

incumplimiento de 

uso por parte de las 

organizaciones 

políticas. 

 

 

 

 

 

-Informes 

Financieros 

Anuales emitidos 

por Oficina 

Nacional de 

Procesos 

Electorales. 

Gastos no considerados 

de formación o 

capacitación. 

 

Gastos no considerados 

de funcionamiento 

ordinario. 

 

Falta de rendición de 

cuentas. 

 

Sustento de los gastos 

del Financiamiento 

Público Directo.  

 

 

Categorización 2:  

 

Comportamiento de los 

partidos políticos  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

“Los partidos 

políticos son 

asociaciones de 

ciudadanos que 

constituyen 

personas jurídicas 

de derecho privado, 

cuyo objeto es 

participar por 

medios lícitos, 

democráticamente, 

en los asuntos 

públicos del país 

dentro del marco de 

la Constitución 

Política del Estado 

y de la presente 

ley” (ONPE, 2018, 

pág. 463). 

Se refiere a la actitud 

que toman los partidos 

políticos respecto al 

cumplimiento de las 

reglas establecidas en 

la LOP, respecto al uso 

de los fondos obtenidos 

mediante el FPD, es 

decir si su 

comportamiento va 

acorde con lo que 

regula la normativa. 

Para esto vamos a 

operacionalizar a través 

del análisis 

documental, doctrina, 

entrevistas y 

recabación de casos. 

 

-Vulneración de las 

reglas para destino.  

 

 

-Vulneración de las 

reglas para uso. 

 

Fiscalización del 

Financiamiento Público 

Directo. 

 

Reglas de uso de los 

fondos. 

 

Afectación al erario 

público. 

 

Falta de infracciones y 

sanciones. 
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CAPÍTULO II 

 

 MARCO TEÓRICO 

 

2.1. Antecedentes de la investigación 

 

En mi búsqueda sobre trabajos de investigación realizados respecto al tema que amerita la 

presente tesis, hallé los siguientes: 

 

2.1.1. Antecedentes nacionales 

 

En el año 2018, la Oficina Nacional de Procesos Electorales publica un libro titulado “El 

Financiamiento de los Partidos Políticos en el Perú: Sistematización de la experiencia desde la 

ONPE” el cual muestra un panorama y/o escenario general sobre el financiamiento a los partidos 

políticos, esto en merito a la información recogida en el periodo comprendido entre el 2016-2017 

por el ente electoral, como parte de su función relacionada con la supervisión de fondos y finanzas 
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partidarias, además incluye sus dificultades para la imposición de sanciones efectivas a estas 

organizaciones que infringen sus responsabilidades y restricciones, de una u otra manera.  

 

En esta investigación, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2018) entre las 

conclusiones a las que arriban se precisa que: 

 

El régimen de sanciones establecido en la Ley de Partidos Políticos merece una revisión e 

implementación de mejoras al tratarse de sanciones muy generales. Desde la perspectiva 

de la Oficina Nacional de Procesos Electorales, conseguir estas modificaciones en materia 

de financiamiento político sería un paso adelante no solo para la legislación electoral 

peruana en general, sino también para asegurar la transparencia de los fondos que financian 

la política. (pág. 16) 

 

En el año 2015, se realizó una investigación de diseño no experimental, transversal, 

correlacional titulada “Relación del procedimiento administrativo sancionador sobre 

financiamiento de organizaciones políticas con los tipos de sanciones emitidas por la ONPE 2017- 

2018” – Universidad César Vallejo -  Tesis para obtener el título de Abogado, la misma que tuvo 

como objetivo determinar cómo es que se relaciona el procedimiento administrativo sancionador 

sobre financiamiento de las organizaciones políticas con los tipos de sanciones emitidas por la 

Oficina Nacional de Procesos Electorales, en el periodo antes señalado. 

 

Los autores Burga Rojas y Burga Rojas (2018) concluyeron que: 

 

El procedimiento administrativo sancionador sobre financiamiento de organizaciones 

políticas se relaciona jurídicamente con los tipos de sanciones emitidas por la ONPE, 
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asimismo, recomiendan que  las organizaciones políticas que no acaten las sanciones 

emitidas por este ente electoral, donde se les impone el pago de una multa o la pérdida del 

financiamiento público directo, deben ser excluidos de participar en el siguiente proceso 

electoral (municipal, regional o nacional), según sea su alcance, mientras no regularicen lo 

resuelto por el sistema electoral. (págs. 43-44) 

  

En el año 2015, se realizó una investigación de diseño analítico sintético titulada “Reforma 

y Ejecución de la Ley 28094 – Ley de Partidos Políticos del Perú. El financiamiento público directo 

como vía de institucionalidad electoral y medio de reducción del delito de lavado de activos en los 

partidos políticos” – Universidad Nacional de Trujillo – Tesis para obtener el título de Abogado, 

la misma que tuvo como objetivo determinar cuál era el impacto que generaría el Financiamiento 

Público Directo en el sistema electoral peruano y en su función democrática. 

 

Los autores, Del Río Aranda y Díaz Silva (2015) arribaron a las siguientes conclusiones: 

 

El Financiamiento Público Directo evitará el vínculo de los partidos políticos con el delito 

de lavado de activos, descartando así su relación con fuentes privadas de financiamiento 

de orígenes desconocidos, del mismo modo que contribuiría a mejorar su institucionalidad 

electoral. El trabajo concluyó que debe de darse el financiamiento público directo a las 

organizaciones políticas estableciéndose una absoluta fiscalización de los aportes 

particulares y una regulación que se oriente a vigilar el ingreso de dinero, la rendición de 

cuentas y el costo de una campaña electoral, y que, si bien la ley habilitada dicho 

financiamiento en la práctica no era efectivo aun, por falta de disponibilidad presupuestal. 

(pág. 255) 
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En el 2014, la Oficina Nacional de Procesos Electorales publica un libro titulado 

“Financiamiento de la política en el Perú” trabajo realizado conjuntamente con IDEA Internacional 

y Konrad Adenauer Stiftung basado en el Seminario Internacional que lleva el mismo nombre, el 

cual surge a raíz de la gran preocupación acerca del rol que está cumpliendo en la política, el dinero 

y, específicamente, acerca de cómo puede ser reglamentado a través de las normas y de otras 

medidas, no solo desde el Estado sino también desde la sociedad, con la finalidad de fortalecer el 

sistema partidario y, por ende la política en sí misma.  

 

Con esta publicación, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2014) sostiene que: 

 

Se busca aspirar a promover un proceso de creación de voluntad política, para impulsar las 

reformas que sean necesarias y para generar una opinión pública que apoye decididamente 

temas como la transparencia en el financiamiento, las rendiciones de cuentas y el control 

efectivo sobre el financiamiento público. Lo rescatable de esta publicación son los diversos 

puntos de vista referente a la regulación del financiamiento público que ofrecieron diversas 

autoridades, así como expertos nacionales e internacionales. (pág. 9) 

 

En el 2013, se realizó una investigación titulada “El mejoramiento del Financiamiento 

Público Directo regulado en la Ley 28094 para fortalecer los partidos políticos en el Perú”- 

Universidad Privada Del Norte- Tesis para obtener el título de Abogado, sin embargo, si bien 

constituye un antecedente para nuestra investigación,  por restricciones propias del autor, no fue 

posible acceder a su contenido, no obstante, es una tesis que aborda de manera específica el tipo 

de financiamiento de la que es objeto nuestro trabajo. 
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2.1.2. Antecedentes internacionales 

 

En el año 2015, se publicó el libro titulado “El financiamiento de los partidos políticos y 

las campañas electorales. Manual sobre financiamiento político” por IDEA Internacional, el cual 

tiene como objetivo ofrecer un panorama global y general del financiamiento político a nivel 

mundial, con la finalidad de promover el debate y estimular las disposiciones para mejorar el papel 

del dinero en la política, es decir, aborda problemas relacionados con el dinero en la política 

mediante el estudio analítico de la regulación del financiamiento político en el mundo; ofreciendo 

para ello orientaciones sobre reformas.  

 

Los capítulos se encuentran divididos por regiones; evaluando en cada uno el estado actual 

de la regulación y los retos que enfrenta, proporcionando así una serie de recomendaciones con la 

finalidad de que las deficiencias detectadas sean corregidas.  

 

En este trabajo del Instituto Internacional para la Democracia y Asistencia Electoral  (2015) 

se concluye que “en cuanto al financiamiento político de los partidos que la regulación sigue 

presentando lagunas, los organismos encargados del cumplimiento de la ley no tienen el poder 

suficiente y los partidos no rinden cuentas sobre sus finanzas de forma adecuada por ello resulta 

necesario fortalecer la regulación del financiamiento” (pág. 410). 

 

En el año 2014, se realizó una investigación con un análisis cuantitativo titulada 

“Institucionalización y financiamiento público de los partidos políticos en México: periodo 1994-

2012” – Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales Sede Académica de México – Tesis para 

obtener el grado de Maestro, la cual tuvo como objetivo analizar la importancia de los recursos 
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públicos sobre la institucionalización de los partidos políticos con registro nacional en México, 

realizando para ello un análisis del régimen electoral y de financiamiento a los partidos políticos 

que muestre la relación que existe entre la institucionalización, la equidad en la competencia 

electoral y el financiamiento de los partidos.  

 

En el trabajo, Flores  (2014) concluye precisando que, “el financiamiento público, al 

tiempo que sostiene a los partidos, es la principal fuente de inequidad en la competencia electoral, 

por lo que no reduce la distancia entre fuerzas políticas, sino al contrario, concentra la competencia 

y acceso a los cargos de elección minando la institucionalización partidista. Sugiere un régimen 

más efectivo de financiamiento, fiscalización y sanciones” (pág. 118). 

 

En el año 2013, se publicó el libro titulado “Regulación del financiamiento político en el 

mundo: una visión general a partir de la base de datos” por el Instituto Internacional para la 

Democracia y Asistencia Electoral, el cual tuvo como objetivo comparar las regulaciones aplicadas 

al financiamiento político en diferentes partes del mundo. Esta información sobre las regulaciones 

en otras partes del mundo busca ser de gran utilidad en los procesos de reforma que se lleven a 

cabo en distintos países.  

 

En ese sentido, el Instituto Internacional para la Democracia y Asistencia Electoral   

Internacional (2013) concluye que, “resulta obvio que ningún país debe adoptar las regulaciones 

de otros países sin antes estudiarlas a cabalidad, siendo en cada caso necesario que los reguladores 

adopten una visión integral sobre el papel que juega el dinero en su sistema político, y que adopten 

las leyes que resulten más apropiadas para su propio país” (pág. 61). 
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En el 2011, el Director del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral 

Organización de los Estados Americanos (OEA), Pablo Gutiérrez, y  el Director Regional para 

América Latina y el Caribe IDEA Internacional, Daniel Zovatto , publicaron el libro titulado 

“Financiamiento de los partidos políticos en América Latina”, con el objetivo general de juntar, 

estructurar y analizar las principales características de los sistemas de financiamiento respecto a 

los partidos políticos y también de las campañas políticas electorales, en los dieciocho países de 

América Latina.  

 

 Los autores Gutiérrez y Zovatto (2011) sostuvieron que su objetivo fue “identificar las 

principales tendencias de reforma, los temas abordados en el proceso reformador y los que aún se 

encuentran pendientes de regulación y que se debaten en cada país. De manera específica nos 

abocamos al caso peruano donde se advierte vacíos legales en la norma en cuanto al financiamiento 

de los partidos políticos” (pág. 17). 

 

Es importante mencionar que, en nuestro contexto actual, y de acuerdo a la búsqueda 

realizada no se ha encontrado investigación alguna, en el ámbito local y nacional, que trate de 

manera específica la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido de los fondos 

obtenidos por el Financiamiento Público Directo ya que esta inclusión en el instrumento legal es 

muy reciente. No obstante, se ha podido encontrar distintas publicaciones, artículos, estudios de 

diversos autores peruanos y latinoamericanos, conocedores del Derecho Electoral que abordan la 

temática y que se encuentran justamente mencionados en los párrafos precedentes. 
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2.2. Bases Legales 

 

Si bien nuestra Constitución Política (1993) no regula de manera específica la figura de las 

organizaciones políticas, ésta puede ser relacionada con el derecho a la asociación regulada en su 

artículo 2 inciso 13, el cual precisa: 

 

“Artículo 2 inciso 13.- Toda persona tiene derecho a asociarse y a constituir fundaciones y 

diversas formas de organización jurídica sin fines de lucro, sin autorización previa y con arreglo a 

ley. No pueden ser disueltas por resolución administrativa”. 

 

Asimismo, en su artículo 35, en referencia a los partidos políticos señala: 

 

“Articulo 35.- Los ciudadanos pueden ejercer sus derechos individualmente o a través de 

organización políticas como partidos, movimientos o alianzas, conforme a ley. Tales 

organizaciones concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular. Su inscripción 

en el registro correspondiente les concede personalidad jurídica. La ley establece las normas 

orientadas a asegurar  el funcionamiento democrático de los partidos políticos, y la transparencia 

en cuanto al origen  de sus recursos económicos y el acceso gratuito a los medios de comunicación 

social de propiedad del Estado en forma proporcional al último resultado electoral general”. 

 

Al respecto, el autor Sagástegui (2006) afirma que, “hasta la emisión de la Ley N° 28094,  

Ley de Organizaciones Políticas, en el Perú no se contaba con una regulación sobre partidos 

políticos que desarrolle temas importantes como democracia interna de los partidos, fuentes de 

financiamiento de los partidos, financiamiento público o privado de los partidos y supervisión del 

uso del financiamiento de los partidos” (pág. 135). 



31 

 

 

 

 

Hoy en día, en el Perú existen dos instrumentos legales respecto al tema del financiamiento 

de las organizaciones políticas, los cuales constituyen justamente el marco normativo sobre el cual 

se centra la presente investigación. Sobre el particular, la Ley de Organizaciones Políticas – Ley 

N° 28094, aprobada el 01 de noviembre del año 2003, regula en su sexto Título lo referente al 

Financiamiento de los Partidos Políticos en sus artículos: 29, 36 y 36A, el  Financiamiento Público 

Directo, las infracciones y las sanciones, respectivamente. 

 

El 16 de marzo de 2005, teniendo en cuenta la Segunda Disposición Transitoria de la LOP, 

la cual establecía que los organismos electorales eran los que dictarían las normas reglamentarias 

de acuerdo al ámbito de su competencia,  la Oficina Nacional de Procesos Electorales publicó la 

Resolución Jefatural N° 060-2005-J/ONPE, documento mediante el cual se aprobaba el 

Reglamento de Financiamiento y Supervisión de Fondos Partidarios (RFSFP), instrumento legal 

concordante con la Ley de Organizaciones Políticas, el mismo que posteriormente mediante 

Resolución Jefatural Nº 000025-2018-JN/ONPE, de fecha 08 de febrero de 2018, se dejó sin 

efecto, al aprobarse un nuevo reglamento.  

 

No obstante, el actual reglamento vigente es el aprobado mediante Resolución Jefatural N° 

436-2020-JN/ONPE, de fecha 28 de noviembre de 2020. 

 

Este nuevo Reglamento de Financiamiento y Supervisión de Fondos Partidarios, aborda en 

su segundo título todo lo concerniente al Financiamiento Público Directo,  abarcando desde su 

artículo 6 al 29 lo referente a la definición, determinación del monto, uso del fondo, prohibición 

sobre el uso del fondo, distribución, solicitud para recibir los fondos, programación y depósitos, 
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lo correspondiente para alianzas electorales, rendición de cuentas y sus consecuencias por no 

rendición, pérdida de financiamiento, responsabilidades, gastos de funcionamiento ordinario, 

actividades y criterios de formación, de capacitación, de investigación, de difusión, planificación 

de actividades y gastos presupuestados, reportes de rendición de cuentas y visitas de control. 

Asimismo, en su capítulo tercero y cuarto, abarca lo referente a las infracciones y sanciones 

respectivamente. 

 

El 24 de setiembre de 2020, se publica la Ley N° 31046 - Ley que modifica el Título VI  

“Del Financiamiento de los Partidos Políticos” de la Ley N° 28094 – LOP. Mediante este 

instrumento legal se modificaron diversos artículos respecto al financiamiento a los partidos 

políticos, tanto público como privado, sin embargo, para efectos del presente estudio, nos 

centraremos de manera específica en los artículos 36 y 36A que corresponde a las infracciones y 

sanciones. 

 

“Artículo 36, inciso c) numeral 7.- Constituyen infracciones muy graves: Utilizar el 

financiamiento público directo para fines diferentes a los señalados en la presente ley”. 

 

“Artículo 36A, inciso c).- el jefe de la ONPE, previo informe de su GSFP, impone las 

sanciones siguientes: Por la comisión de infracciones muy graves, una multa no menor de treinta 

y uno (31) ni mayor de cien (100) unidades impositivas tributarias (UIT) y la pérdida del 

financiamiento público directo”. 
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En tal sentido, en cuanto a las infracciones contempladas en la última modificatoria de la 

LOP, mediante la Ley Nº 31046 (2020), tenemos que: 

 

“Artículo 36.- Las infracciones pueden ser leves, graves y muy graves. 

 

-Constituyen infracciones leves: 

-No contar con una cuenta en el sistema financiero. 

-Carecer de un tesorero con poderes vigentes inscrito en el Registro de Organizaciones Políticas 

(ROP) del Jurado Nacional de Elecciones. 

-Llevar libros contables con un retraso mayor a noventa (90) días calendario. 

 

-Constituyen infracciones graves: 

-No expedir el recibo de aportaciones recibidas en efectivo o en especie conforme a lo previsto en 

el artículo 30 de la presente ley. 

-No informar sobre la relación de los aportantes de las actividades proselitistas. 

-Recibir aportes en efectivo superiores al veinticinco por ciento (25%) de una unidad impositiva 

tributaria (UIT) fuera del sistema financiero. 

-Recibir aportes mayores a los permitidos en la presente ley. 

-No llevar libros de contabilidad. 

-No subsanar las conductas que generaron sanciones por infracciones leves en el plazo otorgado 

por la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE). 
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-Constituyen infracciones muy graves: 

-Recibir aportes o efectuar gastos a través de una persona distinta al tesorero titular o suplente o 

de los tesoreros descentralizados de la organización política. 

-No presentar los informes sobre los aportes e ingresos recibidos, así como los gastos efectuados 

durante la campaña, en el plazo establecido por la Oficina Nacional de Procesos Electorales 

(ONPE). 

-En el caso de una alianza electoral, no informar a la Oficina Nacional de Procesos Electorales 

(ONPE) sobre el aporte inicial de las organizaciones políticas que la constituyen. 

-Incumplir con presentar la información financiera anual en el plazo previsto en la presente ley. 

-Recibir aportes de fuente prohibida, conforme a lo dispuesto en el artículo 31 de la presente ley. 

-Contratar, en forma directa o indirecta, propaganda electoral en radio o televisión. 

-Utilizar el financiamiento público directo para fines diferentes a los señalados en la presente ley. 

-No subsanar las conductas que generaron sanciones por infracciones graves en el plazo otorgado 

por la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE)”. 

 

 Asimismo, en cuanto a las sanciones contempladas en la última modificatoria, tenemos las 

siguientes: 

 

“Artículo 36A.- El jefe de la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), previo informe 

de su Gerencia de Supervisión de Fondos Partidarios, impone las sanciones siguientes: 

 

-Por la comisión de infracciones leves, una multa no menor de cinco (5) ni mayor de quince (15) 

unidades impositivas tributarias (UIT).  
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-Por la comisión de infracciones graves, una multa no menor de dieciséis (16) ni mayor de treinta 

(30) unidades impositivas tributarias (UIT). 

-Por la comisión de infracciones muy graves, una multa no menor de treinta y uno (31) ni mayor 

de cien (100) unidades impositivas tributarias (UIT) y la pérdida del financiamiento público 

directo. 

-Las resoluciones que emita este ente electoral, en aplicación de su facultad sancionadora, deben 

estar debidamente fundamentadas y/o motivadas, lográndose identificar la conducta infractora”. 

 

Ambas normas, las cuales tomamos como referencia para la presente investigación, 

constituyen la base legal electoral en cuanto al financiamiento de los partidos políticos. 

 

2.3. Bases Teóricas  

 

2.3.1. Organización Política 

 

El termino organización política, engloba a su vez diversos tipos de asociación que tienen 

por finalidad, el participar de los asuntos públicos del país. 

 

Es la asociación de ciudadanos que expresan el pluralismo democrático, participando por 

medios lícitos en los asuntos públicos del país dentro del marco de la Constitución Política y el 

ordenamiento vigente y comprende a los partidos políticos, organizaciones políticas de alcance 

regional o departamental y alianzas electorales. (ONPE, 2018, pág. 21) 
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A decir de Burga Rojas y Burga Rojas  (2018), se afirma que: 

 

Son instituciones que adquieren vigencia a partir de su inscripción en el Registro de 

Organizaciones Políticas (ROP), tienen programas y plantean propuestas de gobierno que 

recogen las necesidades de la población, las mismas que van hacer ejecutadas, de llegar al 

poder, en un proceso democrático a través del sufragio. El término de organización política 

implica a las organizaciones políticas con alcance en todo el país, las mismas que tienen 

personería jurídica y cuyo fin principal es participar en los procesos electorales. (pág. 17) 

  

“Las organizaciones políticas son instituciones fundamentales del sistema democrático y 

tienen a su cargo la postulación de candidatos a cargos públicos” (JNE, 2020, pág. 1). De este 

modo, una organización será entendida como aquel conjunto de personas unidas por una ideología 

que buscan intervenir en los asuntos públicos de general interés del país mediante la ocupación de 

cargos públicos. Constituyen personas jurídicas de derecho privado. 

 

2.3.2. Tipos de Organizaciones Políticas  

 

-Partidos Políticos: 

 

Según las definiciones generales actuales, dadas por la Ley, la Oficina Nacional de Procesos 

Electorales (2018) sostiene que: 

 

“Los partidos políticos expresan el pluralismo democrático. Concurren a la formación y 

manifestación de la voluntad popular, y a los procesos electorales. Son instituciones 

fundamentales para la participación política de la ciudadanía y base del sistema 
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democrático. Los partidos políticos son asociaciones de ciudadanos que constituyen 

personas jurídicas de derecho privado cuyo objeto es participar por medios lícitos, 

democráticamente, en los asuntos públicos del país dentro del marco de la Constitución 

Política del Estado y de la presente ley. La denominación “partido” se reserva a los 

reconocidos como tales por el Registro de Organizaciones Políticas. Salvo disposición 

legal distinta, sólo éstos gozan de las prerrogativas y derechos establecidos en la presente 

ley” (pág. 463). 

 

De ello, desprendemos que los partidos políticos son una manifestación del pluralismo 

democrático. Buscan promover la participación de la ciudadanía desde su formación y la elección 

libre y voluntaria mediante el sufragio. Es fundamental para el accionar político de la ciudadanía, 

su institucionalidad dentro del sistema democrático, en un estado de derecho.   

 

“Los partidos políticos son agrupaciones de personas que se conforman como personas 

jurídicas de Derecho Privado cuya meta es llegar a la administración del país de manera lícita, 

respetando la Constitución Política del Perú y las normas electorales preestablecidas” (Burga Rojas 

& Burga Rojas, 2018, pág. 18). 

 

Respecto al concepto de este tipo de organización, autores clásicos como Edmund Burke, 

Musei Ostrogorski, Robert Michels y Max Weber fueron los primeros estudiosos sistemáticos de 

los partidos políticos que acompañaron el proceso de integración de los partidos políticos en los 

sistemas  políticos, focalizando sus estudios desde sus estructuras internas y funciones en la 

sociedad. 
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De este modo tenemos por ejemplo que, Edmund Burke considera que “un partido es un 

cuerpo de hombres unidos para promocionar, por medio de la unión de sus esfuerzos, el interés 

nacional sobre la base de un principio concreto respecto del cual todos se muestran de acuerdo”.  

 

Musei Ostrogorski señaló en su libro clásico “Democracy and The Organization of Political 

Parties”, que los partidos políticos pasan rápidamente de su vocación democrática de constructores 

de mayorías a convertir “la unidad del partido como preocupación suprema, proceso en que se 

instalan los cuadros profesionales en el dominio de la organización, alejándola de ideales 

democratizadores. 

 

Robert Michels por su parte, sostiene que “el partido político no podría ser desde el punto 

de vista etimológico y lógico, más que una parte del conjunto de los ciudadanos sobre el terreno 

de la política. Siendo el partido, por consiguiente, solo una facción por sobre todo”. 

 

Finalmente, Max Weber entiende por partido político a la “forma de socialización que, 

basándose en un libre reclutamiento, tiene por objetivo dar poder a su líder dentro de una 

asociación y otorgar por ese medio a sus miembros activos, probabilidades, ideales o materiales”. 

 

Otro autor que brinda una definición también sobre el partido políticos es Giovanni Sartori 

quien sostiene que es “cualquier grupo político identificable con un membrete oficial que se 

presenta en las elecciones y que es capaz de colocar a candidatos para cargos públicos en 

elecciones, sean estas libres o no”. 
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Entonces, como se puede advertir, el concepto de partido político ha ido transformándose 

en el tiempo, a medida que la sociedad evoluciona. (Chávez, 2015, págs. 7-8) 

 

En merito a lo desarrollado en los párrafos precedentes, podemos afirmar que los partidos 

políticos vienen a ser aquellas organizaciones que cuentan con alcance a nivel nacional, conforman 

una asociación de ciudadanos que se configuran como personas jurídicas de Derecho Privado, que 

buscan influir en la formación de la voluntad política, teniendo como objetivo participar de los 

asuntos públicos del país (elecciones) para acceder al poder. Los partidos políticos son 

considerados como instituciones esenciales para la participación política. 

 

- Movimientos regionales y locales: 

 

Según las definiciones generales dadas por el Reglamento de Financiamiento y Supervisión 

de Fondos Partidarios se afirma que es una “organización política de alcance regional o 

departamental, debidamente inscrita en el Registro de Organizaciones Políticas” (ONPE, 2018, 

pág. 560). 

 

Es decir, son aquellas organizaciones que tienen alcance regional o departamental y las 

organizaciones locales son las que cuentan con alcance provincial o distrital. Estos movimientos 

deben estar debidamente inscritos y reconocidos en el Reglamento de Organizaciones Políticas. 
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-Alianza electoral: 

 

Según la definición general dada por el Texto Único Ordenado del Registro de 

Organizaciones Políticas, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2018), afirma que, “es un 

tipo de organización política que surge del acuerdo temporal que, con fines electorales, suscriben 

dos o más organizaciones políticas inscritas. La Alianza Electoral se inscribe bajo una 

denominación y símbolo común en el ROP y se considera única para todos los fines durante su 

vigencia” (pág. 499). 

 

Las alianzas electorales, por lo tanto, se constituyen con la finalidad de participar en un 

proceso electoral determinado, siendo de esta manera cancelada su inscripción una vez concluido 

dicho proceso electoral a menos que quienes la conforman decidan ampliar su plazo de vigencia. 

 

2.3.3. Origen de los Partidos Políticos  

 

La coexistencia social, en una sociedad políticamente organizada, ha evidenciado a través 

de la historia la constante presencia de agrupaciones de personas que buscan el poder y compiten 

con diferentes ideas respecto a la solución de los problemas de la realidad que les tocó vivir, estas 

agrupaciones han existido desde hace mucho tiempo y se les ha llamado facciones políticas. Por 

ello, se podría afirmar que las facciones políticas son el umbral de los partidos políticos y se dan 

en los albores de la sociedad políticamente organizada que tolera el derecho a opinión de sus 

miembros. 
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No obstante  ello, los partidos políticos propiamente dichos surgieron como una evolución 

positiva de las facciones políticas. Mientras las facciones persiguen el beneficio de sus miembros, 

los partidos persiguen el beneficio del conjunto, o por lo menos de una parte significativa de la 

sociedad en la que están insertos, lo cual los obliga a elaborar y promover un proyecto político que 

satisfaga las aspiraciones, tanto de sus miembros como de otros individuos y sectores que 

conforman la sociedad.  

 

Entonces, los partidos políticos tuvieron su origen en el siglo XVII, evolucionaron durante 

el siglo XVIII y se organizaron en el siglo XIX con el perfeccionamiento de la democracia 

representativa y la ampliación del derecho al sufragio luego de las sucesivas reformas electorales 

y parlamentarias iniciadas en Gran Bretaña en 1832. (Chávez, 2015, págs. 2-3) 

 

2.3.4. Teorías sobre el origen de los Partidos Políticos  

 

Según afirma De Andrea (2002), existen 3 categorías o tipos que pueden explicar el origen 

de los partidos políticos, las cuales son: 

 

-Las teorías institucionales 

 

Señalan que el origen está relacionado con “la evolución de los cuerpos parlamentarios que 

se modificaron por etapas por grupos de notables y por la democracia plebiscitaria que dio origen 

a los partidos modernos” (García Díaz & López Alvarado, 2021, pág. 16). 
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-La teoría de crisis históricas 

 

Señalan que el origen está relacionado con las crisis ocasionadas por procesos de 

construcción de las naciones “Como los movimientos nacionalistas financiados por elites, la crisis 

de participación de sindicatos financiados por aporte de afiliados, dan origen a partidos políticos” 

(García Díaz & López Alvarado, 2021, pág. 16). 

 

-La teoría desarrollista 

 

Son aquellas que vinculan el origen de los partidos políticos con procesos globales de 

modernización y desarrollo, “las concentraciones industriales facilitan la movilización de masas 

con fines políticos, dando origen a partidos políticos financiados a través de cuotas” (García Díaz 

& López Alvarado, 2021, pág. 16).  

 

Como vemos entonces, existen 3 teorías que intentan explicar el origen de los partidos 

políticos ya sea mediante la evolución de instituciones, crisis o cambios surgidos por 

acontecimientos globales de desarrollo. 

 

2.3.5. Funciones de los Partidos Políticos  

 

Los partidos políticos tienen como principal función articular las demandas de la sociedad 

o de los grupos sociales. Esta función es cumplida en gran parte a través del proceso eleccionario, 

de esta manera, por un lado, los candidatos o postulantes a serlo deben percibir los problemas de 

sus electores, debido a lo cual las campañas  se orientan preferentemente a ese fin. Por otra parte, 

el otorgamiento de preferencias del electorado a los partidos les indica a estos la cercanía entre sus 
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ideas y programas con los problemas que los electores aspiran a que sean resueltos. (Instituto 

Interamericano de Derechos Humanos, 2000, págs. 975-976)  

 

Según el artículo 2 de la Ley de Organizaciones Políticas (2018), se definen las funciones 

siguientes: 

-Asegurar la vigencia y defensa del sistema democrático. 

-Contribuir a preservar la paz, la libertad y la vigencia de los derechos humanos consagrados por 

la legislación peruana y los tratados internacionales a los que se adhiere el Estado. 

-Formular sus idearios, planes y programas que reflejen sus propuestas para el desarrollo nacional, 

de acuerdo a su visión de país. 

-Representar la voluntad de los ciudadanos y canalizar la opinión pública. 

-Realizar actividades de educación, formación, capacitación, con el objeto de forjar una cultura 

cívica y democrática, que permita formar ciudadanos preparados para asumir funciones públicas. 

-Participar en procesos electorales.  

-Contribuir a la gobernabilidad del país.  

-Realizar actividades de cooperación y proyección social.  

-Las demás que sean compatibles con sus fines y que se encuentren dentro del marco normativo 

establecido por la presente ley 

 

En ese sentido, las funciones de las organizaciones políticas están orientadas 

fundamentalmente a la búsqueda de objetivos, expresada a través de ideologías y programas, 

articulación de interese sociales, reclutamiento de elites  y formación de gobierno, movilización y 

socialización de la ciudadanía. 
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En otras palabras, su finalidad es contribuir a defender y mantener nuestra democracia, 

concientizando a la población mediante su ideología política respecto a los aconteceres de la vida 

social, económica y política del país, formando y capacitando a los ciudadanos con miras a ejercer 

cargos públicos y de esa manera contribuir con la gobernabilidad. 

 

2.3.6. Importancia de los Partidos Políticos 

 

La importancia de los partidos políticos radica en lo siguiente: 

 

-Son el vínculo entre la sociedad civil y el Estado. 

-Pueden comunicar y dar sentido a demandas, exigencias, necesidades y temas de agenda múltiple. 

-Al participar en la representación política pueden legislar, fiscalizar, entre otras funciones. 

-La representación canalizada por las organizaciones políticas garantizan un mejor control de los 

representantes. 

 

2.3.7. Sistemas de Financiamiento de las organizaciones políticas  

 

Para estas organizaciones, existen 3 tipos de financiamiento, estos son: financiamiento 

privado, financiamiento público y un tipo mixto, es decir, un sistema que reúne tanto el 

financiamiento público como el privado. 

 

Sobre este tema Zovatto (2003) señalaba:  

 

Así, el objetivo que se persigue con ello es, por un lado, lograr condiciones más equitativas 

durante la competencia electoral entre los diversos actores políticos, al mismo tiempo que 
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una mayor transparencia en materia de financiación, orientada a mitigar los altos niveles 

de corrupción política generados por la búsqueda insaciable de fondos que le permita a los 

grupos partidarios solventar los gastos electorales y su funcionamiento ordinario. (pág. 27) 

 

En cuanto al financiamiento privado, Sagástegui (2006) afirma: 

 

Un financiamiento exclusivamente privado puede ser positivo en tanto que los recursos que 

se obtengan de los ciudadanos son una muestra de la estrecha relación partido-ciudadano 

(…), la necesidad de recolectar dinero es un fuerte incentivo para reclutar nuevos 

miembros, además, se tiene la virtud de inducir a los partidos políticos a afinar sus puentes 

de contacto con la sociedad, pues estos pueden retirar no sólo su voto, sino también sus 

aportaciones. Sin embargo, la desventaja es que los recursos privados pueden desequilibrar 

las condiciones de la competencia y que en el extremo exista la injerencia de grupos de 

interés sobre los partidos. (pág. 132) 

 

Respecto al financiamiento público, un aspecto importante es la convicción de que las 

organizaciones políticas constituyen un papel fundamental en nuestro sistema político (democracia 

representativa), y en ese sentido Zovatto (2003) sostiene que: “el Estado debe asegurar que ellos 

dispongan del apoyo y los recursos necesarios para su funcionamiento ordinario y/o electoral, y 

para su institucionalización y fortalecimiento democrático” (pág. 27). 

 

El dinero es pues, un recurso indispensable para que las organizaciones políticas puedan 

desarrollar y ejercer sus funciones dentro del sistema. En ese sentido, “ya sea que provenga de 

fuentes exclusivamente públicas o privadas, o se tenga un sistema mixto de financiación, es un 
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recurso primordial para garantizar la existencia de una competencia electoral” (ONPE, 2018, pág. 

21).  

 

Por tal motivo, resulta necesaria la regulación del financiamiento a las organizaciones 

políticas a fin de asegurar una competencia en condiciones de igualdad.  

 

Sostienen Burga Rojas y Burga Rojas (2018) que: 

 

En nuestro país, nuestro sistema de financiamiento es de tipo mixto, es decir, tanto público 

como privado, frente a este hecho, la Ley de Organizaciones Políticas ha establecido la 

creación de un organismo fiscalizador, que es la Gerencia de Supervisión de Fondos 

Partidarios (GSFP) perteneciente a la Oficina Nacional de Procesos Electorales, siendo este 

un ente constitucionalmente autónomo, responsable de manera exclusiva de la verificación 

y control externo de la actividad económico-financiero de las organizaciones políticas, 

conjuntamente con la Ley tenemos también su Reglamento; dichos marcos normativos, 

constituyen el marco legal de las organizaciones políticas en el Perú. (pág. 18) 

 

Entonces, por antes expuesto, vemos la importancia que tiene el financiamiento en las 

organizaciones políticas, en el caso peruano, el sistema de financiamiento que acoge nuestro país 

es el modelo de financiamiento mixto, es decir, tenemos reconocido en la ley una fuente de 

financiamiento público y otro privado, los mismos que tienen por finalidad permitir que las 

organizaciones cuenten con acceso a recursos monetarios teniendo como objeto principal 

fortalecer el sistema de partidos, la transparencia en su manejo y, por tanto, la institucional del 

sistema como tal. 

 



47 

 

 

 

 

Nuestro sistema de financiamiento busca promover el hecho de que las organizaciones 

políticas puedan participar en mejores condiciones y en equidad, en su proceso de competencia en 

momento electoral. 

 

En esa dirección es que la Oficina Nacional de Procesos Electorales a través de su Gerencia 

de Supervisión de Fondos Partidarios, es el organismo encargado de la fiscalización y control de las 

finanzas de los partidos, es decir, es el ente electoral encargado de la verificación y control externo 

de la actividad económico financiera que las organizaciones desarrollan. 

 

-El Financiamiento Privado: 

 

En cuanto a este tipo de financiamiento, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2018) 

establece que: 

 

El financiamiento privado es el que proviene mayormente de militantes y simpatizantes de 

las organizaciones políticas. Depender de estas aportaciones genera que los militantes estén 

vinculados con sus organizaciones políticas y que estas busquen representarlos y atender 

sus demandas y necesidades. Sin embargo, al tratarse de aportaciones privadas, se puede 

tratar de eludir la supervisión estatal o evitar la transparencia en el manejo de cuentas. Esto 

genera riesgos a la democracia, como la filtración de dinero ilícito a través de las 

organizaciones políticas, o a la presencia de intereses privados y poderes fácticos en el 

gobierno. (pág. 30) 

 

 De ello desprendemos entonces que el financiamiento privado es aquel que proviene 

mayormente de los integrantes o participantes de la propia organización como son los militantes y 
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simpatizantes, teniendo por finalidad el hecho de que los partidos por si mismos puedan auto 

solventarse y/o auto financiarse. 

 

-El Financiamiento Público:  

 

En cuanto a este tipo de financiamiento, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2018) 

afirma: 

 

El financiamiento público se refiere a los recursos públicos que destinan los Estados a las 

organizaciones políticas. Estos se les otorgan en la medida en que se les reconoce como 

actores importantes para la democracia, ya que agrupan los intereses ciudadanos. Así, se 

trata de asociaciones privadas que cumplen funciones públicas. Puede ser entregado de 

modo directo, cuando se da dinero en efectivo, o indirecto, cuando se conceden ventajas o 

subvenciones a favor de las organizaciones política. (pág. 26) 

 

Asimismo, en cuanto a las ventajas que caracterizan a este tipo de financiamiento, la 

Oficina Nacional de Procesos Electorales (2018) sostiene que: 

 

Entre los aspectos positivos del financiamiento público se puede mencionar que limita la 

incidencia de los intereses particulares, transparenta el origen y gasto del dinero que se usa 

en la competencia política, permite la supervisión y vigilancia de los órganos fiscalizadores 

del Estado, genera equidad en la competencia electoral y balancea la integración en los 

espacios de representación política. De otra parte, una de las principales críticas al respecto 

es que las organizaciones políticas se acostumbren a recibir estos ingresos y ello promueva 

una desvinculación con sus militantes o la disminución de la afiliación partidaria. (pág. 26) 
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El financiamiento de tipo público entonces, es aquel que alude a los recursos que otorgan 

los Estados a las organizaciones políticas como subvención para fines determinados en su 

legislación. Este a su vez puede ser otorgado de modo directo o indirecto. 

 

-El Financiamiento Mixto: 

 

Este tipo de financiamiento es aquel donde se combinan los dos tipos anteriores, es decir, 

tanto el público y privado, buscando lograr un equilibrio entre ambos,  con el objeto de  resaltar 

sus virtudes y/o ventajas y aminorar las desventajas que puedan presentar. 

 

A decir de Bernal (2006) tenemos que: 

 

Lo que busca un sistema de financiamiento mixto es evitar la dependencia de los partidos 

políticos respecto del Estado y su correlativo alejamiento de la sociedad, desventajas 

presentes en el financiamiento público, así como impedir la influencia o el 

condicionamiento de que puedan ser objeto de los partidos políticos por parte de grupos de 

interés ajenos a los mismos, que aporten dinero y pretendan recibir a cambio favores 

políticos, situación que se presenta en los sistemas de financiamiento privado. (pág. 65)  

 

En palabras resumidas, el financiamiento mixto es aquel que une tanto el financiamiento 

público y privada, cada cual, con sus características propias, de modo tal que la organización 

política no depende exclusivamente del Estado, pero tampoco de sus propios recursos.  
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2.3.8. Tipos de Financiamiento Público 

 

Nuestra Ley de Organizaciones Políticas N°28094, en su Título VI, regula dos tipos de 

Financiamiento Público: el Directo y el Indirecto. 

 

Dicha regulación tiene un diseño constitucional que apuesta por sistema de financiamiento 

mixto. En consecuencia, la norma prevé la posibilidad de que los partidos reciban 

financiamiento público (directo e indirecto) y privado. Cada una de estas formas tiene un 

marco regulatorio especifico con el objeto de fomentar la transparencia en el manejo de sus 

recursos, así como el fortalecimiento institucional partidario en general. (Del Río Aranda 

& Díaz Silva, 2015, pág. 106) 

 

En palabras de Tuesta (2011), debemos tener en cuenta que, “no está de más recordar que 

tras la modalidad del financiamiento público subyace la idea del fortalecimiento de la 

institucionalidad de los partidos políticos, además de disminuir la intervención o injerencia de 

intereses particulares en sus funciones. También se busca promover la equidad en la competencia 

electoral entre los partidos, al establecer el financiamiento público, en principio, directo como 

indirecto” (pág. 447). 

 

Asimismo, por su parte Burga Rojas y Burga Rojas (2018) respecto al financiamiento 

público, afirman que: 

 

Es la asignación económica del Estado a las organizaciones políticas para que puedan ser   

utilizados en sus actividades propias, tales como: 1. Investigación, capacitación y 

formación de los partidos políticos. 2. Gastos de operatividades propias y permanentes, así 
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como la compra de propiedades. El espíritu de la norma busca que, a través del 

financiamiento público, las organizaciones políticas tengan acceso a los recursos y puedan 

competir en mejores condiciones, además que la población tenga la posibilidad elegir la 

mejor opción política.  Esto propicia el pluralismo político, propio de los países 

democráticos. (pág. 19) 

 

En tal sentido, el Financiamiento Público en términos generales, constituye un medio para 

ayudar con los gastos propios en los que incurre cada organización política, pero a su vez, también 

se constituye como un medio de fiscalización y sanción, lo que en otras palabras viene a ser un 

sistema de control que ayuda a contribuir con la transparencia de sus fondos y la utilización de los 

mismos. 

 

De la Ley de Organizaciones Políticas, tenemos claro que existen dos modalidades para 

otorgar financiamiento político, como son el financiamiento público y el financiamiento privado. 

El financiamiento de tipo público que a su vez se subdivide en el finamiento de tipo directo o 

indirecto. 

 

El financiamiento público directo se configura cuando se otorga dinero en efectivo para ser 

utilizados de manera específica en los casos que establece la regulación y que generalmente están 

relacionados con el permanente y/o firme funcionamiento de la organización, en otras palabras, es 

aquel mecanismo mediante el cual el Estado otorga una subvención monetaria a las organizaciones 

políticas siempre que hayan alcanzado representación congresal.  
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La utilización de dichos fondos está destinada exclusivamente para actividades de 

capacitación, formación, investigación y gastos ordinarios a fines con los objetivos y 

funcionamiento propio de cada organización.  

 

Mientras que, por otro lado, el financiamiento público indirecto se da cuando los Estados 

conceden beneficios no dinerarios a favor de las organizaciones, como son los subsidios, apoyo, 

concesiones o ventajas. Generalmente está relacionado con los medios de comunicación y el 

acceso que se les brinda para la difusión en época electoral, es decir, la denominada franja electoral. 

 

-El Financiamiento Público Indirecto: 

 

En cuanto a este tipo de financiamiento público, Tuesta  (2011) sostiene: 

 

El financiamiento público indirecto permite que el Estado proporcione a los partidos 

beneficios no dinerarios de distinta naturaleza, pudiendo ser subsidios, apoyo, concesiones 

o ventajas. La forma más representativa y frecuente de este tipo de financiamiento es el 

acceso a los medios de comunicación públicos y privados. (…) la LPP ha previsto destinar 

el financiamiento público indirecto al acceso de los partidos a los medios de comunicación. 

(pág. 454) 

 

En otras palabras, este tipo de financiamiento, se da cuando se los Estados conceden 

beneficios no dinerarios a favor de las organizaciones. Según Zovatto (2003) “El apoyo más 

importante a señalar dentro del financiamiento público indirecto es el acceso gratuito de los 

partidos políticos a los medios de comunicación estatales o privados” (pág. 41). Generalmente está 
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relacionado con el acceso a los medios de comunicación  durante etapas de campaña electoral, 

para difusión. 

 

-El Financiamiento Público Directo: 

 

Doctrinalmente, respecto a lo que se refiere a este tipo de financiamiento público, tenemos 

que, para Zovatto (2003) “El financiamiento público directo tiene tres usos principales: la 

subvención de los gastos de la campaña electoral; la operación permanente de los partidos 

políticos; y la investigación y fortalecimiento institucional de los partidos políticos” (pág. 34). 

 

Por otro lado, Tuesta (2011) sostiene que: 

 

El financiamiento público directo que el Estado asigna a los partidos, con representación 

en el Congreso, está dirigido a su funcionamiento permanente, no se financia ningún tipo 

de campaña electoral. Salvo el caso de la franja electoral, en la que el Estado proporciona 

a los partidos políticos un espacio libre en medios de comunicación públicos durante la 

campaña electoral, siendo en todo caso financiamiento público, pero indirecto. Como se 

recuerda, el financiamiento público directo es la entrega de dinero que hace el Estado a los 

partidos políticos para que los destinen a determinadas actividades previamente 

establecidas en su normatividad interna. (pág. 448) 

 

Por su parte, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2015) menciona respecto a este 

tipo de financiamiento que: 

 

El financiamiento público es aquel que reciben los partidos por parte del Estado. Existen 

dos modalidades: directo e indirecto. El financiamiento público directo es la transferencia 
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de fondos del tesoro público a los partidos políticos y alianzas electorales que mantienen 

su vigencia y obtienen representación en el Congreso de la República, con el objeto de que 

este sea destinado a actividades específicas, como formación, capacitación e investigación, 

y en actividades de funcionamiento ordinario. (pág. 108) 

 

Como se ha mencionado líneas arriba, el financiamiento público directo se configura 

entonces cuando el Estado otorga dinero en efectivo para ser utilizados de manera específica en 

los casos que establece la regulación, esta subvención monetaria está de cierta manera 

condicionada a que los partidos políticos hayan alcanzado representación congresal, ya que solo a 

estos se les hace efectiva la entrega. 

 

Este financiamiento público directo se otorgaría con cargo al presupuesto general de la 

república, y los fondos deberán ser utilizados en actividades de formación, capacitación e 

investigación, así como para los gastos de funcionamiento ordinario. El financiamiento público 

directo se debe gastar en el quinquenio posterior a la elección general. (Tuesta S. F., 2008, pág. 

789) 

 

2.3.9. El Financiamiento Público Directo en la Legislación Peruana 

 

En nuestro país, inicialmente las disposiciones de la Ley de Partidos Políticos en relación 

al tema de financiamiento fueron insuficientes, incluyendo tanto lo referido al control del 

financiamiento privado como al financiamiento público mediante la asignación de recursos que 

inicialmente, en la práctica no se efectuó.  
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Recién con la Ley N° 30414 que modificó la Ley de Partidos Políticos se actualizó lo 

referente al financiamiento público, siendo necesario en este punto precisar que, si bien la norma 

que habilitaba el financiamiento público data desde el 01 de noviembre de 2003, su 

implementación en la práctica estaba supeditada y/o condicionada a las posibilidades económicas 

nacionales, quedando de tal forma en decisión del Ministerio de Economía y Finanzas su 

aplicación.  

 

En tal sentido, con la modificación antes mencionada en la Ley N° 30414, se precisó que, 

a partir del año 2017, el financiamiento público directo debía aplicarse de manera obligatoria, para 

lo cual el Ministerio de Economía y Finanzas debió adoptar la previsión y acciones que sean 

necesarias para su cumplimiento. 

 

Frente a esta última disposición, la Oficina Nacional de Procesos Electorales como 

autoridad máxima en la organización y ejecución de los procesos electorales, quedó autorizada a 

otorgar la subvención respectiva, aunque para ello previamente se vio en la necesidad de emitir 

normas reglamentarias que regulen los mecanismos de aplicación, toda vez que dicho 

financiamiento se constituye de fondos públicos resultando necesario que su disposición se ejecute 

de acuerdo con los objetivos para los cuales está destinado. 

 

Es así que, la Oficina Nacional de Procesos Electorales elaboró y publicó el Reglamento 

de Financiamiento y Supervisión de Fondos Partidarios el 16 de marzo de 2005, instrumento legal 

que conjuntamente con la Ley de Organizaciones Políticas constituyen la base legal electoral en 

cuanto al financiamiento y buscan el fortalecimiento en general del sistema de partidos, el cual 
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posteriormente mediante Resolución Jefatural Nº 000025-2018-JN/ONPE, de fecha 08 de febrero 

de 2018, se dejó sin efecto, al aprobarse un nuevo reglamento. No obstante, el actual reglamento 

vigente es el aprobado mediante Resolución Jefatural N° 436-2020-JN/ONPE, de fecha 28 de 

noviembre de 2020. 

 

En este nuevo reglamento, todo el segundo título está referido al financiamiento público 

directo, y dentro del décimo título, específicamente en el capítulo tercero y cuarto, lo referente a 

las infracciones y sanciones, respectivamente. 

 

Entonces, como el autor Tuesta (2011) diría: 

 

Esta ley ha sido reglamentada por la Oficina Nacional de Procesos Electorales, donde se 

establecen normas que regulan la asignación del financiamiento público directo e indirecto, 

la recepción, registro, límites y prohibiciones del financiamiento privado. Asimismo, el 

control sobre los gastos financiados con recursos provenientes del financiamiento público 

y extranjero, de los gastos en campañas electorales, especialmente del gasto en publicidad 

electoral; de la actuación de la tesorería y el tesorero partidario; del alcance de las 

obligaciones de información sobre sus cuentas de ingresos y gastos, los procedimientos de 

verificación y control externos de la actividad económico financiera del partido, y las 

infracciones que acarrean sanción y los procedimientos para imponer dichas sanciones. 

(pág. 447) 

 

Tal como afirma Sagástegui (2006) es importante tener en cuenta que, “en el caso de Perú 

sólo los partidos políticos que obtienen representación en el Congreso de la República reciben 
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financiamiento público directo, por lo que se excluye de este esquema a los movimientos y 

organizaciones políticas de alcance local o regional, lo cual tiene como objeto incentivar la 

conformación de partidos políticos de alcance nacional” (pág. 136). 

 

Ahora bien, recientemente, con fecha 24 de setiembre de 2020, se publica en el Diario 

Oficial El Peruano la Ley N° 31046 - Ley que modifica el Título VI  “Del Financiamiento de los 

Partidos Políticos” de la Ley N° 28094 – Ley de Organizaciones Políticas. Instrumento legal 

mediante el cual se modificaron diversos artículos respecto al financiamiento a los partidos 

políticos, tanto público como privado. 

 

Empero, en cuanto al tema que nos atañe de manera específica en esta investigación, nos 

centramos puntualmente  en los artículos 36 y 36A que corresponde a las infracciones y sanciones. 

Ya que, hasta antes de publicarse esta norma, en la Ley no se encontraba tipificado que el uso 

indebido del financiamiento público directo constituía una infracción y por tanto, al no 

considerarse una infracción, no era pasible de sanción, ocasionándose así  un vacío legal que era 

fácilmente aprovechado por los partidos políticos. 

 

De esta manera, actualmente la Ley tipifica de manera expresa tanto la infracción como la 

sanción, quedando de la siguiente manera: 

 

“Artículo 36, inciso c) numeral 7.- Constituyen infracciones muy graves: Utilizar el 

financiamiento público directo para fines diferentes a los señalados en la presente ley”. 
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“Artículo 36A, inciso c).- el jefe de la ONPE, previo informe de su GSFP, impone las 

sanciones siguientes: Por la comisión de infracciones muy graves, una multa no menor de treinta 

y uno (31) ni mayor de cien (100) unidades impositivas tributarias (UIT) y la pérdida del 

financiamiento público directo”. 

 

2.3.10. Requisitos para acceder al financiamiento público directo y condiciones de 

uso 

 

En lo que respecta a este punto, Tuesta (2011) señala: 

 

En Perú el financiamiento público directo lo reconoce el artículo 29, al destinar el Estado 

el 0.1% de la Unidad Impositiva Tributaria (UIT) por cada voto emitido para el Congreso, 

en la última elección general. La norma peruana se inclina por un financiamiento posterior, 

es decir, una vez producida la elección. (…) En esa medida, la norma no tiene el propósito 

de financiar la campaña electoral, sino solventar el funcionamiento posterior del partido 

político.  

Pero la Ley establece además una modalidad restrictiva, pues la condición esencial para 

acceder a este tipo de financiamiento es que los partidos hayan obtenido representación en 

el Congreso (pág. 449) 

 

A efectos de tener en claro que es lo que expresamente señala el instrumento legal para 

acceder a este tipo de financiamiento, tenemos que el artículo 29 de la Ley contempla en principio 

que solo los partidos políticos y alianzas electorales que obtienen representación en el Congreso 

reciben del Estado el financiamiento público directo, en razón del 0.1% de la UIT por cada voto 
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emitido. Asimismo, deja en claro que estos fondos son otorgados con cargo al Presupuesto General 

y por tanto afectan el erario público nacional. 

 

(…) son recibidos por los partidos políticos para ser utilizados, durante el quinquenio 

posterior a la mencionada elección, conforme a las siguientes reglas: 

a.  Hasta el 50% del financiamiento público directo recibido para ser utilizado en gastos de 

funcionamiento ordinario, así como en la adquisición de inmuebles, mobiliario y otros 

bienes necesarios para atender actividades consustanciales al objeto de la organización 

política, así como para la contratación de personal y servicios diversos. 

b.  No menos del 50% del financiamiento público directo recibido para ser utilizado en 

actividades de formación, capacitación, investigación y difusión de estas, bajo criterios de 

igualdad, paridad y no discriminación entre hombres y mujeres. Estas actividades pueden 

estar orientadas a los procesos electorales convocados e involucrar realización de 

encuestas, desarrollo de sistemas informáticos o herramientas digitales y procesamiento 

masivo de datos. (Congreso de la República, 2020) 

 

En ese orden de ideas, interpretando la norma, el financiamiento público directo es aquel 

que otorga el Estado a  aquellos partidos y alianzas electorales que hayan alcanzado representación 

en el Congreso y consiste en el  traspaso de fondos del erario público, estando orientado a financiar 

gastos relacionados con actividades de capacitación, formación, investigación, difusión y de 

funcionamiento ordinario o permanente, siendo dichas actividades establecidas previamente en las 

normas o regulaciones internas de cada partido (plan anual de actividades).  

 

De esta manera, el fundamento del otorgamiento del financiamiento público directo va 

tener como finalidad esencial el fortalecimiento del sistema democrático a través de la 
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institucionalidad de los partidos políticos puesto que, mediante este mecanismo además de regular 

el manejo de los fondos se podrá regular su rendición, todo ello con fines orientados al 

mejoramiento de los mecanismos del control partidario, la participación de la ciudadanía y la 

consolidación de nuestro sistema. 

 

De acuerdo a lo establecido en el art. 29 de la Ley de organizaciones políticas, se precisan 

las reglas para el uso de los fondos obtenidos por el financiamiento público directo, los que pueden 

ser utilizados durante el durante el periodo de cinco años posteriores a la elección conforme se ha 

detallado en párrafos precedentes.  

 

La misma norma establece además que el traspaso de fondos se realiza distribuyendo de 

manera igualitaria el cuarenta por ciento entre la totalidad de partidos que hayan obtenido 

representación y el restante, que sería el sesenta por ciento, en forma proporcional a los votos 

obtenidos por cada uno de ellos en la elección de representantes al Congreso. 

 

Considerando que este financiamiento afecta el Presupuesto General, necesariamente va 

conllevar a la aplicación de un mecanismo de control, verificación y/o fiscalización, ya que se trata 

del tesoro público del Estado, de modo tal que las organizaciones políticas beneficiarias del 

financiamiento público directo se encuentran obligadas a asumir el compromiso de presentar de 

manera preliminar o previa un reporte de rendición de cuentas, que para dicho efecto establezca la 

Oficina Nacional de Procesos Electorales a través de la Gerencia de Supervisión de Fondos 

Partidarios, unidad orgánica encargada del control y verificación externos del ejercicio económico 
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y financiero de las organizaciones, el cual debe ser sustentado y documentado (mediante 

comprobantes de pagos de los gastos efectuados). 

 

Con lo precisado, queda claro entonces que el destino de los fondos obtenidos por el 

financiamiento público directo no puede ser destinado a actividades fuera de las reglas 

establecidas, principalmente no pueden financiar gastos de campaña política y electoral porque de 

ser así se estaría vulnerando la norma. 

 

Tal como los autores Burga Rojas y Burga Rojas (2018) afirman que, “el espíritu de la 

norma busca que, a través del financiamiento público, las organizaciones políticas tengan acceso 

a los recursos y puedan competir en mejores condiciones, además que la población tenga la 

posibilidad elegir la mejor opción política.  Esto propicia el pluralismo político, propio de los 

países democráticos” (pág. 19). 

 

2.3.11.  Competencia de la Oficina Nacional de Procesos Electorales en el 

Financiamiento Público Directo 

 

Dicha entidad es un organismo electoral constitucional autónomo que forma parte 

integrante del Estado, según palabras propias de nuestra constitución es la máxima autoridad en la 

organización y ejecución de procesos electorales y otras consultas. 

 

De esta manera, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2020) es definida como: 

 

Autoridad máxima que se encarga de organizar y ejecutar distintos procesos electorales, de 

referéndum y otros tipos de consulta popular. Nuestro fin es velar por que se obtenga la 
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fiel y libre expresión de la voluntad popular, manifestada a través de los procesos 

electorales que se llevan a cabo. Con relación a las organizaciones políticas, nos 

encargamos de la verificación de firmas de adherentes de los partidos políticos en proceso 

de inscripción; la verificación y control externos de la actividad económico-financiera, así 

como brindar asistencia técnico-electoral en los procesos de democracia interna.  

 

En lo concerniente a los partidos políticos y sus candidatos, es el organismo encargado de 

iniciar el cálculo de los montos que corresponden otorgar a cada organización política beneficiaria 

del financiamiento público directo, asimismo, es el encargado de realizar la verificación y el 

externo control de sus actividades económicas y financieras conforme lo establece el numeral 34.2 

del artículo 34 de la Ley de Organizaciones Políticas. En ese marco, este organismo electoral emite 

pronunciamiento sobre el cumplimiento de las obligaciones contables y financieras dispuestas y 

aplica las sanciones administrativas previstas en la Ley. 

 

Tal como se menciona en la Ley, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2020): “La 

verificación y el control externos de la actividad económico-financiera de las organizaciones 

políticas corresponden a la ONPE”. 

 

2.3.12.  Control del financiamiento a las organizaciones políticas  

 

El financiamiento a las organizaciones políticas, es considerado como una herramienta 

fundamental, de modo que, si no existe un mecanismo de control efectivo, su uso indebido o 

inadecuado, termina minando los instrumentos legales, desvirtuando así su finalidad y 

corrompiendo el rol de la política. 
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En tal sentido, la Ley establece dos tipos de control para los partidos políticos, estos son: 

uno interno y otro externo. El interno se refiere al sistema de control propio que debe tener cada 

organización política, designando para ello un órgano específico conforme a su estatuto. Mientras 

que, el externo es realizado por el organismo electoral. 

 

En consecuencia, la supervisión de fondos partidarios, es una responsabilidad que se ha 

asignado a la Oficina Nacional de Procesos Electorales,  mediante la Ley, la cual se realiza a través 

de una gerencia específica como lo es su Gerencia de Supervisión de Fondos Partidarios. Dicha 

tarea incluye no solo a los partidos políticos, sino también a las demás organizaciones políticas 

(los movimientos regionales, locales y las alianzas electorales) que participan y compiten en las 

jornadas electorales, lo cual significa un gran reto para este organismo electoral. 

 

Conforme lo establecido en el artículo 34 del instrumento legal, a los seis meses, después 

de concluido el ejercicio anual, los partidos políticos están obligados a presentar un informe 

financiero. “Las organizaciones políticas presentan ante la Oficina Nacional de Procesos 

Electorales en el plazo de seis (6) meses contados a partir del cierre del ejercicio anual, un informe 

de la actividad económico-financiera de los aportes, ingresos y gastos, en el que se identifique a 

los aportantes y el monto de sus aportes, de acuerdo a lo previsto en la presente ley y el reglamento 

respectivo” (Congreso de la República, 2020). 

 

 Asimismo, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2014) añade que, “las 

organizaciones políticas presentan en formatos la información contable, los ingresos y los gastos, 

y la información bancaria. La información que entregan las organizaciones políticas es inicial, y 
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no causa estado administrativo. Es decir, no se tiene por cierta, ni se presume veraz. Es información 

que requiere ser confrontada, verificada y controlada” (pág. 56). 

 

Como vemos entonces, para el caso del control externo, éste se encuentra relacionado 

directamente con la transparencia que muestran los partidos políticos respecto al uso de sus fondos, 

de cara al Estado en general. 

 

2.3.13. Rendición de cuentas del Financiamiento Público Directo 

 

El hecho de que el Estado decida otorgar el financiamiento público directo a los partidos 

políticos, ha conllevado a una rendición de cuentas, esto con la finalidad de garantizar la 

transparencia y el cumplimiento de los objetivos enmarcados en la ley. En ese sentido, el 

organismo electoral  ha establecido una serie de formatos a través de los cuales las organizaciones 

políticas se encuentran obligadas a informar de manera mensual sus gastos para la posterior 

revisión y emisión de los informes respectivos.   

 

Las organizaciones políticas deben presentar su rendición de cuentas ante la Oficina 

Nacional de Procesos Electorales, quien efectúa labores de supervisión. Así, además de revisar las 

cuentas y los documentos sustentatorios, la Gerencia de Supervisión de Fondos Partidarios  lleva 

a cabo visitas de inspección (tres visitas mínimas), emitiendo como resultado un informe. (ONPE, 

2018, pág. 83) 

 

Ferreira (2005) agrega además un aspecto que debemos tener claro: 
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Las normas sobre financiamiento de la política en cualquier país no tienen la finalidad de 

asfixiar a los partidos en una maraña burocrática costosa (…) sino la aplicación de 

principios de orden, racionalidad y transparencia en el manejo de fondos, que incluyen 

importantes sumas que provienen del presupuesto público, es decir, del bolsillo de los 

contribuyentes. Para ello, los partidos deben adecuar sus estructuras organizativas en 

cuanto a los procesos de decisión, ejecución y control interno de las medidas económico-

financieras. (pág. 20) 

 

En ese sentido, podemos decir entonces que, la rendición de cuentas en relación  

específicamente al financiamiento público, tiene por finalidad supervisar y controlar el adecuado 

manejo y destino de los fondos obtenidos por este tipo de financiamiento, provenientes del Estado. 

 

“El diseño de un sistema de financiamiento a los partidos políticos conlleva necesariamente 

el diseño de un mecanismo de verificación y control externo de la actividad económico financiera 

de los partidos” (Tuesta F. , 2011, pág. 468). 

 

2.3.14. Uso indebido del Financiamiento Público Directo 

 

El uso indebido en esta investigación,  está relacionado con el hecho de que las 

organizaciones políticas beneficiarias con la subvención del financiamiento público directo 

utilicen dichos fondos para gastarlos en actividades no consideradas dentro de las reglas 

establecidas en la Ley. 
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En esta secuencia de ideas, y aunado a la Ley, el reglamento establece en su artículo 19 en 

cuanto al tema puntual de financiamiento público directo, cuáles son los gastos que no se 

consideran, dentro de las reglas establecidas en la norma, de funcionamiento ordinario, de modo 

que, si se destina para estos fines, devienen en uso indebido. De esta manera, el reglamento de la 

Oficina Nacional de Procesos Electorales (2020) señala expresamente que:  

 

No se consideran gastos de funcionamiento ordinario, aquellos destinados a: solventar 

publicidad política con fines electorales en medios de comunicación, promover o difundir 

la imagen de una o varias personas del partido político o alianza electoral, solventar gastos 

vinculados a campañas electorales, realizar o contratar servicios referidos a encuestas, 

realizar actividades orientadas al financiamiento proselitista, desarrollar sistemas 

informáticos o herramientas digitales y procesamiento de datos, otros que no se encuentren 

vinculados directamente a las necesidades operativas y administrativas ordinarias del 

partido político o alianza electoral. (pág. 14) 

 

Del mismo modo,  de acuerdo a los artículos 20, 21, 22 y 23, no pueden considerarse, 

gastos de formación aquellos cuyo objetivo no sea fomentar el conocimiento y la asimilación de 

sus idearios, principios y valores, así como, los planes y programas que reflejen sus propuestas. 

No pueden considerarse actividades de capacitación aquellas que no tengan como objetivo 

contribuir a la capacitación técnica para la participación política de la ciudadanía.  

 

Tampoco pueden considerarse actividades de investigación aquellas que  no tengan como 

objetivo la investigación, trabajos de acopio y análisis de información. Y finalmente, no pueden 

considerarse actividades de difusión aquellas que no tengan como objetivo divulgar las diversas 
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actividades relacionadas a la capacitación, investigación y formación a través de los medios de 

comunicación con la finalidad de mantener informados a sus afiliados y a la ciudadanía en general. 

(ONPE, 2020, pág. 14) 

 

Asimismo, el Reglamento en su Artículo 122 respecto a las infracciones de las 

organizaciones políticas precisa que es una infracción administrativa muy grave atribuibles a las 

organizaciones políticas: “Utilizar el financiamiento público directo para fines diferentes a los 

señalados en la Ley”. Del mismo modo, en su Artículo 127 respecto a las sanciones por las 

infracciones muy graves señala: “Por la comisión de infracciones muy graves, una multa no menor 

de treinta y uno (31) ni mayor de cien (100) UIT y la pérdida del financiamiento público directo”. 

 

Como se puede ver, el Reglamento regula también que destinar los fondos obtenidos por 

el financiamiento público directo a fines distinto a lo establecido, implica un incumplimiento a la 

Ley, y eso viene incluso desde antes con el Reglamento aprobado en el 2018, pese a ello, en la 

Ley, hasta antes del 24 de setiembre de 2020, no se encontraba tipificado de manera expresa que, 

este uso indebido constituía una infracción y, por tanto, no era pasible de sanción. Y es justamente 

aquí donde cobra fundamental relevancia el que ahora con la última modificación de la norma ya 

se tipifique estos dos vacíos de manera clara y concreta.  

 

2.3.15. Régimen de infracciones y sanciones 

 

Respecto al régimen de infracciones y sanciones, el autor Ulloa (2005) afirma que: 
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La aplicación efectiva de los regímenes de financiamiento político demanda un sistema de 

normas jurídicas que determine, de manera precisa, el objeto y ámbito de la ley, la entidad 

(o entidades) encargada de aplicarlas y hacerlas cumplir, los sujetos de esa normativa, las 

sanciones o penalidades derivadas de su incumplimiento, así como los procesos 

jurisdiccionales y los procedimientos administrativos necesarios para su aplicación y 

cumplimiento.  (pág. 38) 

 

Al respecto, la Ley regula en sus artículos 36 y 36A lo referente a las infracciones y 

sanciones respectivamente, en que incurrirían estas organizaciones, las cuales se categorizan en 

leve, grave y muy grave. “Sobre el tema de sanciones debemos indicar que es el jefe de la Oficina 

Nacional de Procesos Electorales quien previo informe de la Gerencia de Supervisión de Fondos 

Partidarios, puede imponer diferentes sanciones” (Sagástegui, 2006, pág. 139). 

 

Estas sanciones a ser impuestas, son denominadas sanciones administrativas, las cuales 

según los autores Burga Rojas y Burga Rojas (2018) pueden ser definidas como “la consecuencia 

jurídica, es decir la imposición de una sanción producto de una situación gravosa o perjudicial para 

el administrado, originada como producto de la contravención a la normativa. Es preciso aclarar 

que las sanciones son dictadas previo procedimiento administrativo. (pág. 22) 

 

En razón a ellas, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (2018) sostiene que: “para 

poder efectuar sanciones a las organizaciones políticas, el marco general lo establece la Ley que, 

en su artículo 36A, desarrolla las sanciones posibles: la pérdida del financiamiento directo o la 

aplicación de multas”  (pág. 77). 
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Entonces, tenemos que la Ley de organizaciones políticas en sus artículos 36 y 36-A regula 

lo referente a las infracciones y sanciones respectivamente, en que incurrirían las organizaciones 

políticas, incluyéndose con esta última modificación de la norma, dentro de su categorización de 

tipo muy grave, el uso indebido de los fondos obtenidos por el financiamiento público directo, no 

limitándose solo a sancionar los incumplimientos referentes a las rendiciones de cuenta de manera 

general, es decir, por incumplimientos relacionados a la no presentación del Informe Financiero 

Anual (IFA)  de cada organización, de modo tal que, hoy en día ya es posible ejercer una coerción 

específica sobre esa conducta indebida por parte de los partidos políticos. 

 

Sobre este punto, es necesario precisar que una de las principales características de la 

norma jurídica es justamente el hecho de ser coercible. Y en ese sentido, Ulloa (2005) afirma: 

 

(…) la norma jurídica necesariamente deberá cumplirse, al margen de la voluntad de los 

individuos cuyas conductas regula. Para ello se establecen los órganos y organismos, los 

procesos y procedimientos, los agentes y funcionarios que se encargan de aplicarla y 

hacerla cumplir, aun en contra de la voluntad del sujeto destinatario. Esta capacidad de 

coerción corresponde al Estado, quien, en el ejercicio de una coacción legítima, está 

facultado incluso para el uso de la fuerza. (pág. 33) 

 

En tal sentido, para que la norma jurídica pueda cumplirse por parte de todos los individuos, 

el Estado es el llamado a designar o establecer organismos o entidades, así como procedimientos 

y funcionarios específicos, para que en el ámbito de sus funciones se encarguen de velar por su 

correcta y efectiva aplicación. Llevando ello al financiamiento político, fue necesario establecer 

y/o designar órganos encargados de efectuar el control y supervisión del mismo, basados en 
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procedimientos sencillos y claros, con la finalidad de hacer cumplir las disposiciones previamente 

establecidas sobre su uso y con ello no se desvirtúe su objetivo respecto al destino.   

 

En esa línea, la Oficina Nacional de Procesos Electorales como uno de los órganos que 

conforma el sistema electoral peruano, es la entidad del Estado encargada de ejecutar la función 

sancionadora administrativa sobre las organizaciones políticas, de modo que establece cuales son 

las conductas que constituyen infracción y que ameritan la imposición de una sanción, debiendo 

especificar y graduar la conducta de manera expresa en la norma. 

 

2.3.16. Potestad sancionadora administrativa 

 

Respecto a la potestad sancionadora, el autor Morón (2017) señala que: “La potestad 

sancionadora constituía y constituye una competencia de gestión necesaria complementaria a la 

potestad de mando y corrección para reforzar el adecuado cumplimiento del orden administrativo 

establecido en procura del interés público” (pág. 72). 

 

La potestad administrativa sancionadora constituye esa herramienta idónea para cautelar el 

funcionamiento del orden administrativo sobre el que subyace la actuación de la 

Administración Pública en procura del bien común, cuyo legítimo ejercicio, más aun por 

tratarse de la más aflictiva de entre las potestades estatales; necesariamente debe respetar 

en forma irrestricta los derechos fundamentales que componen el espectro de las garantías 

del debido proceso, las cuales gozan de protección constitucional y que, sin duda alguna, 

informan la configuración legal y la aplicación material de la potestad administrativa 

sancionadora. (Ruiz, 2018) 
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Respecto al tema del financiamiento público otorgado a los partidos políticos, y en 

observancia al principio de legalidad, el autor Tuesta (2011) sostiene que: 

 

La Ley de organizaciones políticas otorga a la Oficina Nacional de Procesos Electorales la 

potestad sancionadora administrativa y prevé en su artículo 36 cuáles son las conductas 

que constituyen infracciones a la norma que son pasibles de sanción y cuál es la sanción a 

imponerse. Estas conductas sancionables administrativamente, no pueden ser interpretadas 

de manera extensiva y el Reglamento sólo puede especificar o graduar lo previsto en la ley 

y en modo alguno establecer nuevas conductas sancionables a las previstas legalmente. 

(pág. 475) 

 

Por su parte, los autores  Burga Rojas y Burga Rojas (2018) afirman que “en el 

procedimiento administrativo sancionador se debe respetar los derechos que posee el administrado 

presuntamente infractor, garantizando que la acción del Estado en función a la potestad 

sancionadora delegada por el Estado, se ejecute cumpliendo sus fines y respetando el mínimo de 

garantías para los administrados” (pág. 20). 

 

De lo expuesto, desprendemos que la potestad sancionadora administrativa, viene a ser 

aquella facultad con la que gozan las instituciones del Estado con el fin de cautelar el adecuado 

cumplimiento de sus normas, en el caso específico del tema de financiamiento público directo, 

viene a ser la Oficina Nacional de Procesos Electorales el organismo estatal que goza de esta 

facultad y a raíz de la cual establece una serie de sanciones frente a su incumplimiento, no obstante, 

ese procedimiento debe realizarse respetando los derechos de los administrados y garantizado  el 

debido proceso. 
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-Principios de la Potestad Sancionadora Administrativa   

 

Según el artículo 248 de la Ley de Procedimiento Administrativo General , la potestad 

sancionadora administrativa  de la que gozan las entidades del Estado debe estar basadas en los 

siguientes principios: legalidad, debido procedimiento, razonabilidad, tipicidad, irretroactividad, 

concurso de infracciones, continuación de infracciones, causalidad, presunción de licitud, 

culpabilidad y Non bis in idem. 

 

Empero, en el marco del presente trabajo, consideramos que cobran especial relevancia, 

los principios de razonabilidad y tipicidad. De este modo, el artículo 248 del Decreto Supremo 004 

(2019) señala: 

 

Razonabilidad.-  

 

 Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más 

ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción.  

 

Sin embargo, las sanciones a ser aplicadas deben ser proporcionales al incumplimiento 

calificado como infracción, observando los siguientes criterios que se señalan a efectos de su 

graduación: el beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción, la probabilidad de 

detección de la infracción, la gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido, el 

perjuicio económico causado, la reincidencia, por la comisión de la misma infracción dentro del 

plazo de un año desde que quedó firme la resolución que sancionó la primera infracción, las 
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circunstancias de la comisión de la infracción; y a existencia o no de intencionalidad en la conducta 

del infractor. (págs. 51-52) 

 

Tipicidad.-  

 

Solo constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones previstas 

expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin admitir 

interpretación extensiva o analogía.  

 

Las disposiciones reglamentarias de desarrollo pueden especificar o graduar aquellas 

dirigidas a identificar las conductas o determinar sanciones, sin constituir nuevas conductas 

sancionables a las previstas legalmente, salvo los casos en que la ley o Decreto Legislativo 

permita tipificar infracciones por norma reglamentaria. A través de la tipificación de 

infracciones no se puede imponer a los administrados el cumplimiento de obligaciones que 

no estén previstas previamente en una norma (págs. 51-52) 

 

Partiendo de lo establecido en la Ley N° 27444  en cuanto a la facultad sancionadora 

administrativa de las entidades, tenemos que según el principio de razonabilidad las entidades 

deben prever que el cometer la conducta sujeta a sanción no debe resultar más favorable para los 

infractores, que en este caso serían los partidos políticos, que el hecho mismo de cumplir la norma 

o asumir la sanción. 

 

En otras palabras, la sanción debe ser tal que impida que las organizaciones tengan la intención 

de cometer el uso indebido de los fondos y más bien se abstengan, ya que, les resulta mucho más 
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perjudicial poder cumplir con la sanción impuesta. Asimismo, la sanción debe ser proporcional a 

la infracción cometida, para ello la Ley de Procedimiento Administrativo General en su artículo 

248, establece los criterios a seguir para que las entidades puedan determinar su graduación. 

 

Otro principio importante que establece la Ley General es el principio de tipicidad, el cual 

impide que se puede atribuir al que infringe la comisión de una falta si ésta no se encuentra  

establecida previamente en el instrumento legal, asimismo, prohíbe también que se aplique una 

sanción que, al momento de la infracción no esté estipulada como tal en la ley.    

 

En ese sentido, y considerando los criterios fijados en dicha norma, tenemos que al otorgar 

los partidos políticos un uso indebido a los fondos que obtiene por el Financiamiento Público 

Directo estaría buscando beneficiarse de manera ilícita, considerando que la Ley de 

Organizaciones Políticas no permite un uso distinto a los establecidos en su artículo 29. 

 

Por otra parte, estarían generando un perjuicio al Estado con ese accionar, pues dichos 

recursos provienen del erario público el cual se compone del dinero que aportamos todos los 

peruanos a la administración pública y no siendo aceptable que pese a que el Estado brinda este 

subsidio a las organizaciones con el fin de fortalecer su institucionalidad y la de sus integrantes, 

éstas lo utilicen para beneficio de sus propios intereses y no para los fines que la norma exige y 

para las que fueron creadas. 

 

Justamente aquí la importancia y relevancia que ha cobrado la tipificación de la infracción 

y sanción por el uso indebido del financiamiento público directo ya que ahora los partidos políticos 
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no podrán alegar la existencia de vacíos legales respecto a estos dos puntos, ni tampoco podrán 

alegar una falta de conocimiento de que los fondos que obtienen mediante este tipo de 

financiamiento no pueden ser utilizados para un fin distinto al regulado, pues de hacerlo,  estarían 

yendo en contra de la norma, la misma que actualmente ya la tipifica de manera clara y concreta 

como una infracción, actuando de esta manera con intencionalidad y generando un daño al interés 

público general. 

 

En ese sentido, considerando ya está tipificación y considerando que su vulneración les 

resultaría más perjudicial, ya que se encuentran dentro de la categorización de infracciones y 

sanciones muy graves, el comportamiento de los partidos políticos respecto al uso de estos fondos 

incidirá de forma positiva. 

 

2.3.17. El Positivismo: Teoría sobre el ser del Derecho 

 

La filosofía jurídica discute arduamente sobre la esencia misma del Derecho, donde en 

tiempos recientes y más específicamente en los últimos dos siglos, alcanzó preponderancia la 

corriente de pensamiento denominada el positivismo jurídico, esta corriente pugnó por hacer del 

Derecho una ciencia lo más objetiva posible, con tal objetivo y propósito es que formalizó todo lo 

jurídico. 

El positivismo jurídico inició su ruta hacia la preponderancia en el siglo XIX y la adquiere 

en los primeros decenios del siglo XX, con Hans Kelsen a la cabeza.  

 

Kelsen plantea que para estructurar una ciencia autónoma del Derecho hay que separa todo 

lo que pertenece a otras ciencias, sean valores, conductas, etc., que resultan mas propios de 
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la moral, la religión, la sociología o la política. Así, lo propio del Derecho, la Teoría Pura 

del Derecho, consistirá en su esencia normativa: la norma jurídica válida y el sistema eficaz 

que regulan efectivamente las conductas de los sujetos y la sociedad en su conjunto. 

Empieza por constatar que el Derecho como sistema, para regir, no tiene que ostentar un 

cumplimiento rígido ni universal. Basta con que la generalidad de sujetos lo acate para que 

efectivamente sea eficaz y, por tanto, orden jurídico propiamente. Imagina al Derecho 

como una pirámide en cuyo vértice existe una norma que lo sostiene como conjunto. (Rubio 

Correa, 2009) 

 

En síntesis, el positivismo jurídico ha diseñado la construcción de un modelo de teoría del 

Derecho válido en sí mismo y que efectivamente ha significado un aporte en términos 

contemporáneos a la consolidación del Estado moderno y a la mejor comprensión del Derecho.  

 

En ese orden de ideas, para la elaboración de la presente  investigación, tomamos como 

sustento teórico esta corriente de pensamiento toda vez que resaltamos y rescatamos la importancia 

que cobra la tipificación de una norma, en este caso específico la tipificación de la infracción y 

sanción del uso indebido del Financiamiento Público Directo. 

 

2.4 Definición de términos básicos 

 

2.4.1 Financiamiento privado 

 

“Son los aportes provenientes, ya sea en dinero o especie, del patrimonio de los particulares 

con la finalidad de solventar la campaña electoral que demanda de una fuerte inversión económica, 

principalmente en la publicidad” (Burga Rojas & Burga Rojas, 2018, pág. 20). 
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2.4.2 Financiamiento público  

 

“Es el conjunto de recursos económicos que el sistema, mediante sus instituciones 

políticas, otorga a las agrupaciones políticas y a los partidos políticos para ayudarlos a que como 

entidades de interés público cumplan con sus objetivos de contribuir a la democratización del país 

promoviendo la participación política de la ciudadanía” (López Serrano & López Serrano, 2006, 

pág. 74) 

 

2.4.3 Financiamiento mixto 

  

“Combina los dos tipos de financiamiento: público y privado, buscando un equilibrio entre 

ambos para resaltar las virtudes y atenuar las desventajas de cada uno de ellos” (Bernal, 2006, pág. 

65). 

2.4.4 Financiamiento público indirecto 

 

“Aquel que permite que el Estado proporcione a los partidos beneficios no dinerarios de 

distinta naturaleza, pudiendo ser subsidios, apoyo, concesiones o ventajas. La forma más 

representativa y frecuente de este tipo de financiamiento es el acceso a los medios de comunicación 

públicos y privados” (Guttierrez & Zovatto, 2011, pág. 454).  

    

2.4.5 Financiamiento público directo  

 

Es la subvención de fondos que se otorgan con cargo al Presupuesto General de la 

República, a los partidos políticos y alianzas electorales nacionales con representación en 

el Congreso de la República para ser utilizados en actividades de formación, capacitación, 
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investigación y difusión de estas, así como en gastos de funcionamiento ordinario y en la 

adquisición de inmuebles destinados al funcionamiento de los comités partidarios y 

mobiliario necesario para atender actividades consustanciales al objeto de la organización 

política. (ONPE, 2018, pág. 561) 

 

2.4.6 Organización Política  

 

“Son vehículos a través de los cuales se capta el apoyo del pueblo para llevar a sus 

candidatos al poder y que los ciudadanos pueden ejercer sus derechos políticos” (Aguilar, 2017, 

pág. 24) .Comprende a los partidos políticos, organizaciones políticas de alcance regional o 

departamental y alianzas electorales.  

 

2.4.7 Partidos Políticos 

 

“Cualquier grupo político identificable con un membrete oficial que se presenta en las 

elecciones y que es capaz de colocar a candidatos para cargos públicos en elecciones, sean estas 

libres o no” (Chávez, 2015, pág. 7). 

 

“Hans Kelsen define a los partidos políticos como formaciones que agrupan a los hombres 

de la misma opinión para asegurarles una verdadera influencia sobre la gestión de los asuntos 

públicos” (Del Río Aranda & Díaz Silva, 2015, pág. 32). 

 

 

 



79 

 

 

 

 

2.4.8 Alianzas Electorales 

 

“Las alianzas de partidos se deben dar entre partidos o movimientos políticos debidamente 

inscritos, para fines electorales y bajo una denominación común” (Tuesta S. F., 2008, pág. 795). 

 

2.4.9 Infracción  

 

“Constituye infracciones los incumplimientos por parte de las organizaciones políticas a 

las disposiciones de la Ley” (ONPE, 2018, pág. 485). Se entiende como todo acto u omisión que 

ocasiona la vulneración o contravención a lo establecido en las regulaciones administrativas. 

 

2.4.10 Sanción 

 

“Pena o multa que la ley o los contratantes imponen al que infringe las normas de   

conductas fijadas o vulnera las condiciones establecidas” (Ley Derecho, 2020). Es entendida como 

la consecuencia jurídica originada por el incumplimiento o contravención de una norma y que 

constituye una infracción. Estas sanciones serán dictadas precio procedimiento administrativo. 

 

2.4.11 Uso indebido 

 

“El uso indebido se refiere a la acción que no es lícita, justa o conveniente” (Reverso 

Diccionario, 2020). El uso indebido significa dar un fin distinto a lo establecido y/o permitido por 

la ley. Para efectos del presente trabajo, el uso indebido está relacionado con el hecho de que las 

organizaciones políticas que se benefician con la subvención del financiamiento público directo 

utilicen dichos fondos para gastarlos en actividades no consideradas dentro de las reglas que se 

establecen en la Ley de organizaciones políticas. 
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2.4.12 Tipificar  

 

“En la legislación penal o sancionatoria, significa definir una acción u omisión concretas, 

a las que se asigna una pena o sanción” (Real Academia Española, 2020). 

 

2.4.13 Erario Público   

 

“Comprende la administración centralizada de los recursos financieros por toda fuente de 

financiamiento generados por el Estado y considerados en el presupuesto del Sector Público, por 

parte del nivel central y de las oficinas de tesorerías institucionales, de manera racional, óptima, 

minimizando costos y sobre la base de una adecuada programación”  (Ministerio de Economía y 

Finanzas, 2021). 

 

2.4.14 Representación congresal 

 

“Sirve para legitimar el poder en todos los sistemas políticos democráticos modernos. 

Además de constituir el medio de acercamiento entre el pueblo, el poder político, y sus relaciones 

con sus ciudadanos, justamente para que sean representados y sus intereses se cumplan. Los 

representantes congresales son elegidos por los ciudadanos y allí su legitimidad para representar a 

la nación y cumplir su mandato frente a ella”  (Martínez, 2020, pág. 1). 

 

2.4.15 Presupuesto Público  

 

Es un instrumento de gestión del Estado para el logro de resultados a favor de la población, 

a través de la prestación de servicios y logro de metas de cobertura con equidad, eficacia y 

eficiencia por las Entidades Públicas. Establece los límites de gastos durante el año fiscal, 
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por cada una de las Entidades del Sector Público y los ingresos que los financian, acorde 

con la disponibilidad de los Fondos Públicos, a fin de mantener el equilibrio fiscal. 

(Ministerio de Economía y Finanzas, 2021) 

 

2.4.16 Información Financiera Anual – IFA 

 

“Informe anual que deben presentar las organizaciones políticas con la finalidad de 

transparentar sus finanzas partidarias, contiene el balance general con el detalle de la composición 

de cada una de sus cuentas, el estado de ingresos y egresos, diferenciando las fuentes de 

financiamiento privadas y públicas, notas a los estados financieros e información complementaria 

a los estados financieros” (ONPE, 2021). 

 

2.4.17 Transparencia 

 

“Es un mecanismo que permite a los ciudadanos tener acceso a la información pública, 

cuyas autoridades o instituciones competentes están obligadas a brindarlas, ya que es un derecho 

constitucional, dentro de los límites establecidos en la norma” (Burga Rojas & Burga Rojas, 2018, 

pág. 20). 

 

2.4.18 Rendición de cuentas 

 

“La rendición de cuentas es uno de los pilares que sostienen cualquier relación de 

representación, sea esta privada o pública. El concepto se emparenta con la responsabilidad de 

quien administra en nombre de otros y, por lo tanto, está sujeto a un control de sus actos” (Ferreira 

Rubio, 2005, pág. 15) .  
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2.4.19 Gerencia de Supervisión de Fondos Partidarios  

 

“Órgano de línea encargado de la supervisión de la actividad económico financiera de las  

organizaciones políticas y candidaturas, aplicando controles y sanciones de  acuerdo con la ley”  

(ONPE, 2021, pág. 41) 

 

2.4.20 Oficina Nacional de Procesos Electorales   

 

 “ Es la autoridad máxima en la organización y ejecución de los procesos electorales, de  

referéndum y otros tipos de consulta popular a su cargo. Su finalidad es velar por que se obtenga 

la fiel y libre expresión de la voluntad popular, manifestada a través de los procesos  electorales a 

su cargo” (Aguilar, 2017, pág. 64) 

 

2.4.21 Incidir 

 

“Causar algún efecto o resultado una cosa en otra, esta acepción es conocido como 

repercutir”   (Deficiona, 2022). 

 

2.4.22 Comportamiento   

 

“Forma de proceder que tienen las personas u organismos ante los diferentes estímulos que 

reciben y en relación al entorno en el cual se desenvuelven” (Ucha, 2022). 
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2.4.23 Lima   

 

“La ciudad de Lima es la capital del Perú, considerada importante centro político y 

económico, siendo sede de numerosas instituciones administrativas” (Ucha, 2022) 

 

2.5. Legislación Comparada 

 

2.5.1 El Financiamiento Político: Caso México 

 

Sobre el sistema de financiamiento político en México, los autores López Serrano y López 

Serrano (2006) afirman: 

 

El tema de las fuentes de financiamiento para los partidos políticos mexicanos, lo podemos 

explorar a partir de dos grandes vertientes: 1)  el financiamiento público;  2) el 

financiamiento privado. En términos generales, dichas formas de financiamiento son en 

este país los lugares donde brotan los recursos para costear a los partidos del entorno 

político. En cuanto al financiamiento público, es el conjunto de recursos económicos que 

el sistema, mediante sus instituciones políticas, otorga a las agrupaciones políticas y a los 

partidos políticos para ayudarlos a que como entidades de interés público (estos últimos) 

cumplan con sus objetivos de contribuir a la democratización del país promoviendo la 

participación política de la ciudadanía. (pág. 74) 

 

De acuerdo a lo sostenido por estos autores y al análisis de la Ley General de Partidos 

Políticos vigente en este país, podemos ver que este país cuenta con un esquema de financiamiento 

mixto de partidos políticos, en el cual predomina el financiamiento público sobre el privado, el 
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mismo que está sujeto a la rendición de cuentas, debiendo los partidos presentar de manera 

trimestral sus informes de gastos ordinarios.  

 

El sistema de financiamiento mexicano adoptado, se trató de un modelo que, si bien recogía 

un esquema mixto de financiamiento, sí apostaba por entregar montos generosos de dinero 

público, de manera permanente, a los partidos políticos con una triple finalidad: en primer 

lugar, propiciar condiciones de equidad al prever un criterio de distribución que atendía 

tanto a la igualdad entre los partidos, como a la proporcionalidad de su peso electoral.  En 

segundo lugar, inyectaba transparencia a los recursos con que contaban los partidos al 

resultar el financiamiento público (cuyo origen y montos se conocen con precisión) 

preponderante sobre el privado. Finalmente, fortalecer la autonomía de los partidos frente 

a los intereses privados, corporativos o incluso delincuenciales, que eventualmente pueden 

subyacer a las aportaciones privadas.  (Córdova, 2011, pág. 355) 

 

Sin embargo, lo relevante, y por tato lo que más llama la atención en el caso mexicano es 

el hecho de que las autoridades electorales tienen distinta naturaleza. En palabras de Ulloa (2005): 

 

Por una parte, la autoridad administrativa delegada en el Instituto Federal Electoral y, por 

otra, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, como entidad jurisdiccional. 

En este caso, la autoridad administrativa (IFE) asume los asuntos electorales en primera 

instancia y el ente jurisdiccional (TEPJF) conoce en apelación o alzada. También otras 

instancias del Estado tienen competencia en materia electoral en el tema que estamos 

abordando, me refiero a la Corte Suprema de Justicia y a la Fiscalía Especial para la 

Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría General de la República. (págs. 46-47) 
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Respecto a la aplicación de sanciones, tenemos que entre las sanciones pecuniarias en este 

país encontramos: la retención de financiamiento futuro, multas. Entre las sanciones 

administrativas encontramos: la cancelación del registro del partido político y entre las sanciones 

penales: prisión. Por ello se considera que México se encuentra a la vanguardia, tanto por la 

actuación de sus órganos electorales y organismos auxiliares (Instituto Federal Electoral, Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, Fiscalía Especial para la Atención de Delitos 

Electorales) como porque su normativa es bastante completa. (Ulloa, 2005) 

 

Resulta importante resaltar que fue a raíz de la variación del artículo 41 de su Constitución 

Política Federal de 1996 que surge un cambio trascendental en cuanto al financiamiento de los 

partidos y donde se determina el predominio del financiamiento público, cuya forma de 

distribución es de un 70% y 30%, el setenta por ciento en base a los votos obtenidos en la elección 

última, mientras que, el treinta por ciento que se divide entre todos los partidos. 

 

En tal sentido, considerando que el financiamiento público se convierte en la fuente 

principal de recursos económicos con los que cuentan los partidos, su Ley General de Partidos 

Políticos vigente desde el 23 de mayo de 2014, establece que el financiamiento público es un 

derecho, regulando en su Quinto Título lo referente al Financiamiento de los Partidos Políticos. 

 

Dicha norma, en cuanto al Financiamiento Público Directo, señala en su Art.50 inciso 2 

que este fondo deberá ser destinado para el sostenimiento de actividades ordinarias 

permanentes las cuales se otorgan de manera anual, gastos de procesos electorales y para 

actividades determinadas como entidades de interés público, en otras palabras, como 

vemos también este país establece en su cuerpo normativo las reglas de uso para el destino 
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que se dará a estos fondos, no pudiendo ser utilizados para fines distintos. (Instituto 

Nacional Electoral, 2016, pág. 278) 

 

Cabe precisar que, el financiamiento público directo, desde sus inicios en este país fue 

materia cuestionada ya que sostenían sus detractores que este mecanismo generaría que los 

partidos se vuelven dependientes del erario público, sin perjuicio de ello, se aprobó este tipo de 

financiamiento y se establecieron las reglas en cuanto a su distribución.  

 

Este hecho, amerita que existan órganos y mecanismos de control que supervisen la 

rendición de cuentas que incluya los egresos e ingresos que obtienen los partidos, los mismos que 

en caso de incumplimiento devengan en una sanción, es decir, estos mecanismos de control van a 

permitir efectivizar su debida realización en cumplimiento de las normas, pues México al igual 

que  nuestro país, considera que la regulación del financiamiento de los partidos políticos permite 

el fortalecimiento del sistema de partidos en general. 

 

En esa línea, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales  (2016) regula 

en su Libro Octavo, Título I, Capítulo I denominado de los Sujetos, Conductas Sancionables y 

Sanciones, Art.443 numeral 1, inc. c) y l) señala que constituye una infracción de los partidos 

políticos el incumplimiento de las obligaciones o vulneración de las prohibiciones y limites en 

materia de financiamiento que impone la Ley y el incumplimiento de las reglas establecidas para 

el manejo y sustento de sus recursos o para la entrega de información sobre el origen, cantidad y 

destino de los mismos incluyendo el financiamiento público y privado.  
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Se precisa de esta manera las sanciones leves que conllevan el cometer dichas infracciones, 

las cuales se pueden resumir en una amonestación pública al partido político, multa y reducción 

de hasta el 50% del Financiamiento público, las sanciones graves con amonestación pública, multa, 

suspensión o cancelación de registro y en casos más graves con pérdida del derecho de participar 

en las próximas elecciones. 

 

En términos generales entonces, las sanciones que reciben los partidos por darle un destino 

distinto a los fondos del financiamiento público directo como podemos ver son de 3 tipos: 

administrativas, económicas y penales, asimismo, cuenta con dos órganos encargados de ejercer 

el control como son el Instituto Federal Electoral que es el órgano electoral que ve el hecho en 

primera instancia y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que toma 

conocimiento de hecho en grado de apelación, por lo que considero que este país cuenta con una 

regulación mucho más completa en cuanto al tema del financiamiento público de los partidos y es 

un gran referente para el resto de países en cuanto al tema. 

 

2.5.2 El Financiamiento Político: Caso Argentina 

 

En el caso de Argentina, los autores Gutiérrez y Zovatto (2011) afirman que: 

 

Desde 1957 rige el modelo de financiación mixta, que procura un equilibrio tendiente a 

evitar la excesiva dependencia de los partidos respecto del Estado, por un lado, y la 

influencia de ciertos sujetos o grupos de interés, o presión, sobre los partidos o candidatos 

a los que apoyan, por el otro (…) En Argentina la ley fundamental prevé principios rectores 

en la materia, como son el de la contribución estatal y la divulgación de las fuentes y el 

destino de los recursos partidarios. (pág. 71) 
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En este país, en palabras de Ulloa  (2005): 

 

Son jueces federales con competencia electoral quienes realizan, en primera instancia, la 

fiscalización y control de estas actividades. El juez de cada distrito electoral recibe, dentro 

de los sesenta días del acto eleccionario, la cuenta detallada de ingresos y egresos de la 

campaña. Cuando alguna de las partes no acepta un fallo del juez, puede acudir en segunda 

instancia ante la Cámara Nacional Electoral, quien conoce de todas las apelaciones. (pág. 

39) 

En cuanto a las sanciones, en este país, si los partidos o candidatos en conjunto traspasan 

las prohibiciones y los límites en función de gastos de campaña o recibieran donaciones 

prohibidas, serán sancionados con la pérdida del derecho a recibir contribuciones, subsidios 

y todo recurso de financiamiento público anual por un plazo de uno a cuatro años y los 

fondos para financiamiento público de las campañas electorales por una a dos elecciones. 

(pág. 43) 

 

Entonces, podemos indicar que Argentina desde el año 1957 adopta como modelo de 

financiamiento el de tipo mixto, ello con el fin de evitar que el partido político se vuelva 

dependiente únicamente del Estado y a su vez, evitar de este modo la presión o influencia que 

podrían ejercer determinados grupos de interés y/o presión por brindarles recursos económicos. Es 

por ese motivo que el Estado en cumplimiento de su normativa interna de partidos destina un fondo 

permanente de recursos. 

 

    En cuanto a la normativa, los autores Gutiérrez & Zovatto (2011) afirman: 
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La ley 26.215 es su Ley de Financiamiento de los partidos políticos, la misma que prevé 

las sanciones aplicables a los casos de violación de las prohibiciones, límites y 

obligaciones. Básicamente, se trata de medidas de naturaleza económica consistentes en 

multa, suspensión y pérdida de aportes públicos (artículos 62, 65, 66 y 67) y otra de carácter 

personal, como la inhabilitación para el ejercicio de los derechos de elegir y ser elegido en 

comicios a cargos públicos nacionales y en las elecciones de autoridades de los partidos 

políticos, así como para el ejercicio de cargos públicos y partidarios (artículos 63 y 64). 

(pág. 77) 

 

De manera más concreta, este sistema se autodenominó expresamente como un sistema de 

financiamiento mixto completo, toda vez que el otorgamiento de los fondos no solo se otorga para 

solventar las campañas en época electoral sino también de manera continua y permanente en las 

actividades llevadas a cabo por las organizaciones, lo que implica que dicho Estado ejerza un 

control constante y efectivo sobre la utilización de dichos recursos económicos, ya que los mismos 

son presupuestados de su erario público. 

 

El Financiamiento Público Directo en este país, es otorgado a los partidos que hayan 

logrado alcanzar representación en el parlamento, cuyo uso está orientado al sostenimiento 

mismo del partido (que incluye actividades de investigación, capacitación y formación) en 

razón de un veinte por ciento (20%) entre todos de forma igualitaria y un ochenta por ciento 

(80%) de manera proporcional a los votos que hayan obtenido. Así como para los gastos 

relacionados con la campaña electoral que también cuenta con una distribución específica 

regulada, en razón de un treinta y setenta por ciento respectivamente, según los mismos 

criterios del sostenimiento propio del partido. (Congreso de la Nación Argentina, 2007, 

pág. 2) 
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Una de las sanciones más graves que tipifica Argentina en cuanto al financiamiento es que 

el hecho de que si los partidos exceden las prohibiciones establecidas y las limitaciones 

relacionadas a los gastos en campaña electoral son sancionados con la pérdida del derecho de 

recibir el subsidio y todo recurso del Financiamiento Público Directo anual por un periodo que 

comprende de 4 a 5 años, asimismo, pérdida de fondos para solventar las campañas durante uno o 

dos procesos electorales.  

 

En cuanto al ámbito político, también considera la pérdida al derecho de elegir y poder ser 

elegido de las personas con cargos representativos dentro del partido, como mínimo durante un 

periodo de seis meses y como máximo durante un periodo de 10 años. 

 

La trasparencia respecto al uso de los fondos por parte de las organizaciones empezó en 

Argentina en el año 2002, en mérito a lo establecido en su norma reglamentaria, Ley 

26.215. Este cuerpo normativo establece en su Quinto Título lo referente a las sanciones 

aplicables en caso de vulneración de las prohibiciones respecto a la recepción de fondos y 

su utilización, las mismas que son de tipo administrativo, económico y político, consisten 

básicamente en la suspensión del financiamiento, multa, pérdida de aportes públicos, 

inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos (pueden ser suspensión o pérdida de sus 

derechos políticos) y propios del partido. (Congreso de la Nación Argentina, 2007, pág. 7) 

 

En el caso de este país, los órganos encargados de ejecutar el control del uso debido del 

financiamiento público son órganos jurisdiccionales, los cuales se encuentran conformados por 

jueces federales quienes cuentan con competencia electoral y resuelven en primera instancia, 

mientras que la Cámara Electoral Nacional conoce el hecho en segunda instancia.  
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Como vemos este país, tiene una regulación similar también a la de México y sanciones 

severas frente al incumplimiento de los límites establecidos al uso del financiamiento. 

 

2.5.3 El Financiamiento Político: Caso Costa Rica 

 

Costa Rica fue el segundo país en América Latina en introducir el financiamiento público 

de los partidos políticos, lo que se produjo en palabras del autor Sobrado  (2011) “en 1956 con la 

reforma del artículo 96 constitucional dispuesta por ley N° 2036 de 18 de julio; momento a partir 

del cual se prevé que el Estado reembolse, luego de celebrados los respectivos comicios, los gastos 

en que incurran los Partidos Políticos para elegir los miembros de los Poderes Ejecutivo y 

Legislativo” (pág. 225). 

 

Es importante señalar que, tal como Sobrado (2011) afirma: “en Costa Rica existe un 

régimen constitucional relativo al financiamiento público directo de los partidos políticos, que se 

complementa con otro de raíz exclusivamente legal y que permite subvencionar su participación 

en las elecciones municipales” (pág. 228). 

De este modo, en la actualidad el tema del financiamiento partidario está regulado en el 

artículo 96 de la Constitución Política y en el Código Electoral  promulgado por ley Nº 

8765 del 19 de agosto de 2009; cuerpo legal que contiene un capítulo sexto en su título 

tercero (artículos 86 a 135) denominado “Régimen económico de los partidos políticos” 

(…) En Costa Rica, de acuerdo con ese marco normativo, rige el modelo mixto de 

financiamiento de los partidos políticos. (Sobrado, 2011, pág. 226) 

 

La Constitución Política de este país, en el numeral 96 antes mencionado, tipifica el 

derecho de las agrupaciones partidarias a que se les adelante parcialmente la contribución estatal. 
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En base a ello, el Código Electoral tipifica en sus artículos 96 a 98 que, del monto total de 

esa contribución, un 15% será destinado para el financiamiento anticipado, que se distribuye entre 

los partidos nacionales (80%) y entre los provinciales (20%) en sumas iguales dentro de cada 

categoría. Además de ello, las agrupaciones políticas deben consignar predeterminadamente en 

sus estatutos, el monto de lo que destinarán de la contribución estatal para cubrir sus gastos, en 

periodo no electoral, de capacitación y organización política. 

 

En sentido, el autor Sobrado (2011)  precisa que: “en cuanto al momento del desembolso, 

es de señalar que los recursos se giran una vez cada cuatro años, después de que concluyan las 

elecciones de presidente de la República y de diputados a la Asamblea Legislativa” (pág. 229). 

 

Por otro lado, el autor Ulloa (2005) afirma que: “en el caso de Costa Rica la jurisdicción 

electoral es exclusiva y excluyentemente tutelada por un organismo independiente del sistema 

judicial” (pág. 46). 

 

En ese orden de ideas, y de acuerdo a las normas analizadas de este país en cuanto al 

financiamiento,  podemos indicar que, Costa Rica cuenta con un modelo de financiamiento de los 

partidos políticos de tipo mixto, el cual tiene como finalidad en primer lugar el subvencionar la 

participación de estos partidos en los comicios electorales.  

 

Según su constitución, específicamente en su Artículo 96 así como, en su Código Electoral 

N° 8765, los beneficiarios del financiamiento público son los partidos de alcance provincial y 

nacional que hayan obtenido al menos 4% de los votos válidos ya sea para la elección presidencial 

o de diputados, la distribución de los fondos se realiza posterior a la elección. 
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Estas organizaciones políticas, previamente a acceder al financiamiento público directo 

deberán determinar en sus respectivos estatutos el destino que se dará al fondo recibido, el mismo 

que debe estar orientado en segundo lugar, a cubrir gastos de capacitación y organización política 

en época no electoral. Al respecto los partidos en su rendición de gastos deben sustentar que los 

fondos obtenidos por parte del Estado están siendo utilizados en los destinos señalados en la norma. 

 

En cuanto a los órganos encargados del control del financiamiento, en este país lo realiza 

tanto el órgano electoral que es el Tribunal Supremo de Elecciones - TSE, organismo no 

dependiente del sistema judicial, así como, su Contraloría General. El control y supervisión 

respecto al financiamiento de los partidos políticos le compete al Tribunal Supremo de Elecciones, 

excepto las sanciones penales que le competen de manera exclusiva a los juzgados y tribunales 

judiciales especializados en el tema.  

 

El Tribunal Supremo de Elecciones es el órgano encargado de evaluar y aprobar según sea 

el caso, los gastos que resulten justificables legalmente verificando que se hayan destinado según 

lo establecido en su cuerpo legal, en caso de incumplimiento se impondrá sanciones de tipo 

económico, administrativo, político como son las multas, suspensión del financiamiento, la 

suspensión de derechos políticos e inhabilitación para ocupar cargos públicos y penales como la 

prisión al configurarse delitos electorales.  

 

Un punto importante constituye el hecho de que la desobediencia o el incumplimiento ya 

sea total o parcial de cualquiera de las reglas establecidas en el Código Electoral, incluida la 

relacionada con los fines del uso del financiamiento público, se constituye como delito de 

desobediencia siendo objeto de conocimiento de los tribunales penales respectivos. Entonces, esta 
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acción coercitiva claramente implantada en la normativa electoral de este país, busca impedir el 

incumplimiento de lo estipulado por la normativa, castigando de manera efectiva a quienes la 

incumplan. 

 

2.5.4 El Financiamiento Político: Caso Colombia 

 

Este país, adopta un sistema de financiamiento mixto de la política, y al respecto, el autor 

Restrepo (2011) afirma: 

 

Bajo este sistema convergen fondos de carácter público y privado, con predominio del 

financiamiento de carácter privado en todas las elecciones diferentes a la de presidente de 

la República y con prevalencia del financiamiento estatal en ésta última. Los recursos para 

la financiación de la actividad ordinaria de los partidos y los destinados a la financiación 

de las campañas electorales son independientes uno de otro. (pág. 192) 

 

Como podemos ver, al igual que el resto de países vistos, Colombia adopta un tipo 

financiamiento mixto para sus partidos políticos, sin embargo, el financiamiento público está 

orientado fundamentalmente a solventar las elecciones presidenciales, de ello se desprende que 

este tipo de financiamiento, se divide a su vez en directo e indirecto. 

 

El financiamiento público en este país, es de tipo directo e indirecto. En cuanto al 

financiamiento directo, El Estado contribuye permanentemente a la financiación de los 

partidos y movimientos políticos con personería jurídica, mediante la creación de un fondo 

especial de financiación de partidos y campañas políticas constituido con un aporte de 150 

pesos por cada ciudadano inscrito en el censo electoral, como por las multas que resultaren 
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de la vulneración a las disposiciones legales en materia electoral. El Consejo Nacional 

Electoral distribuye entre las colectividades políticas los dineros de dicho fondo, 

atendiendo a criterios de uniformidad y representación. (Restrepo, 2011, pág. 192) 

 

Asimismo, en cuanto al financiamiento indirecto este mismo autor Restrepo (2011) 

sostiene que, “consiste en un apoyo indirecto que el Estado otorga a los partidos y movimientos 

políticos a través de donaciones en especie, tales como el derecho a obtener líneas especiales de 

crédito, descuentos en la contratación de propaganda electoral y acceso a los medios de 

comunicación que hagan uso del espectro electromagnético, con el propósito de realizar 

divulgación política en cualquier tiempo” (pág. 193). 

 

Por otro lado, respecto al financiamiento público directo, dicha subvención está 

conformada por las multas y aportes que realiza cada ciudadano según sus normas legales 

electorales, las cuales ingresan al denominado Fondo Nacional de Financiación Política y se 

distribuye de acuerdo a la representación congresal que obtienen los partidos en función de los 

votos válidos, dicha distribución es realizada por el órgano electoral que en este país es el Consejo 

Nacional Electoral. 

 

2.5.5 El Financiamiento Político en Latinoamérica   

 

El fortalecimiento de las organizaciones políticas y de manera específica, de partidos 

políticos es prioritario al igual que los actos que conlleven a la contribución del aumento de la 

confianza de la ciudadanía en sus procesos electorales. Como sabemos, la institucionalidad 

partidaria contribuye con el fortalecimiento de la democracia y en ese sentido,  el hecho de tener 
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efectivos modelos de financiamiento político va contribuir altamente en el fortalecimiento de la 

democracia en sí misma. 

 

Partiendo de ello, los autores Gutiérrez y Zovatto (2011) sostienen: 

 

Aunque el efectivo cumplimiento de las regulaciones sobre financiamiento político es un 

factor relevante para el fortalecimiento de la confianza ciudadana en las instituciones y los 

procesos electorales, los desarrollos recientes en América Latina siguen apuntando a la 

necesidad de afrontar los desafíos de aplicación efectiva de los marcos regulatorios y de 

mecanismos de control y aplicación de sanciones, incluyendo el constante riesgo de la 

infiltración de dinero proveniente del crimen organizado transnacional en las campañas y 

el uso indebido de los recursos del Estado para financiar actividades políticas. (pág. 4) 

 

Podemos entender entonces que el financiamiento político como tal es considerado una 

prioridad también para el Estado ya que este mecanismo, otorgado a las organizaciones políticas 

contribuye en gran medida a fortalecer la confianza de la ciudadanía en general, no solo en las 

instituciones sino también en los mismos procesos electorales, no obstante, este mecanismo para 

ser efectivo, debe ir acompañado necesariamente de regímenes de control y sanciones. 

 

Precisa al respecto Ulloa (2005) lo siguiente: 

 

Hoy en día, observamos que, la mayoría de países delegan la función de aplicación de las 

normas a los organismos electorales, en algunos casos de manera privativa: Colombia, 

Chile, Ecuador, Guatemala, Honduras y Perú. En otros países se les asigna también a los 

organismos electorales con la acción coadyuvante de otras instituciones del Estado, 
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generalmente las Contralorías Generales de la República y en casos como Brasil y 

Nicaragua, el Ministerio Público. Los casos excepcionales los pueden constituir El 

Salvador, donde la Corte de Cuentas de la República es el único organismo capaz de exigir 

a los partidos políticos rendición de cuentas, y sólo en materia de financiamiento público; 

y, por otra parte, Argentina donde son los jueces quienes ejercen esta jurisdicción especial. 

Asimismo, México se puede contar como excepción, en tanto el ente electoral interviene 

en primera instancia y un organismo especializado del Poder Judicial de la Federación 

conoce en apelación, además de intervenir por la vía penal la Fiscalía Especial para la 

Atención de Delitos Electorales. (pág. 39) 

 

Ahora bien, centrándonos de manera concreta en el financiamiento público, al afectar el 

presupuesto general,  vale decir, el erario público, supone una serie de riesgos para el sistema 

político, por ello la gran mayoría de los países, que otorgan este beneficio, consideran necesario 

controlar su uso mediante la regulación, contando para ello con un organismo encargado de la 

aplicación, supervisión y cumplimiento. En tal sentido, a continuación, analizaremos algunos casos 

de cómo se maneja este mecanismo en otros países. 
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CAPÍTULO III 

 

METODOLOGÍA 

 

3.1. Tipo de Investigación 

 

3.1.1 Según el objeto de estudio o por el conocimiento obtenido  

 

La investigación puede ser pura/teórica o práctica/aplicada, en este caso la investigación 

es de tipo teórica ya que tiene  por finalidad incrementar y/o profundizar el conocimiento.  

 

Tal como afirma Muñoz (2018) que, “tiene como finalidad incrementar el conocimiento 

(…) Con frecuencia su propósito es buscar el conocimiento por el conocimiento mismo” (pág. 85). 

 

3.1.2 Según el nivel de profundización o información disponible 

 

La investigación es de tipo Jurídico-Descriptivo y Explicativo. Jurídica porque se 

encuentra inmersa dentro del campo del Derecho, descriptiva porque busca dar a conocer de 
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manera detallada como la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido del 

Financiamiento Público Directo en la LOP, incide en el comportamiento de los partidos políticos 

y explicativa ya que responde por qué de la problemática  planteada. 

 

Esto conforme a lo planteado por el tratadista Hernández et al (2014) quien afirma que: 

 

Con los estudios descriptivos se busca especificar las propiedades, las características y los 

perfiles de personas, grupos, comunidades, procesos, objetos o cualquier otro fenómeno 

que se someta a un análisis. Es decir, únicamente pretenden medir o recoger información 

de manera independiente o conjunta sobre los conceptos o las variables a las que se refieren, 

esto es, su objetivo no es indicar cómo se relacionan éstas. (pág. 92) 

 

Asimismo, Hernández et al (2014) quien afirma que, “Los estudios explicativos van más 

allá de la descripción de conceptos o fenómenos o del establecimiento de relaciones entre 

conceptos; es decir, están dirigidos a responder por las causas de los eventos y fenómenos físicos 

o sociales. Como su nombre lo indica, su interés se centra en explicar por qué ocurre un fenómeno 

y en qué condiciones se manifiesta o por qué se relacionan dos o más variables” (pág. 95). 

 

3.1.3 Según los datos empleados, por sus cualidades o herramientas 

 

La investigación tiene un enfoque cualitativo ya que  parte de hechos documentados, del 

análisis documental de fuentes bibliográficas, doctrina y entrevistas a fin de interpretar y emitir de 

manera argumentada las conclusiones. 
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Al respecto, Hernández et al (2014) afirma que, “La investigación cualitativa se enfoca en 

comprender los fenómenos, explorándolos desde la perspectiva de los participantes en un ambiente 

natural y en relación con su contexto. El enfoque cualitativo se selecciona cuando el propósito es 

examinar la forma en que los individuos perciben y experimentan los fenómenos que los rodean, 

profundizando en sus puntos de vista, interpretaciones y significados” (pág. 358). 

 

3.1.4 Según el tipo de inferencia  

 

La investigación  se basa en el método inductivo ya que, al ser un trabajo de investigación 

de tipo cualitativo, es en base a la observación y estudio del fenómeno que  interpretaremos los 

datos para su posterior generalización. 

 

Esto conforme afirma el tratadista Gómez (2012) que, “El método inductivo, es un 

procedimiento que va de lo individual a lo general, además de ser un procedimiento de 

sistematización que, a partir de resultados particulares, intenta encontrar posibles relaciones 

generales que la fundamenten”  (pág. 14). 

 

3.2. Diseño de la Investigación 

 

La presente investigación es de tipo Transversal - No experimental. Es transversal ya que 

los datos son recolectados en un periodo determinado (2019-2020) y no experimental ya que no 

habrá una manipulación de las categorías estudiadas, solo se observarán tal y como se presentan 

en la realidad, no influyendo sobre ellas.  
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Asimismo, para el desarrollo del presente trabajo  nos basaremos en el diseño la teoría 

fundamentada ya que, en base al análisis de los datos recolectados, los cuales se encuentran 

relacionados entre sí, se arribará a las conclusiones que permitirán plantear una hipótesis.  

 

Respecto a este tipo de diseño, Hernández et al (2014). Comentan que, la investigación no 

experimental “podría definirse como la investigación que se realiza sin manipular deliberadamente 

variables […] Lo que hacemos en la investigación no experimental es observar fenómenos tal 

como se dan en su contexto natural, para analizarlos.” 

 

3.3. Escenario de estudio y participantes  

 

La investigación se llevó a cabo en el lugar donde acontecen los hechos, en su espacio 

natural, en la ciudad de Lima, y una parte en las instalaciones de la Oficina Nacional de Procesos 

Electorales.  

 

Los sujetos seleccionados han sido en base a muestra por conveniencia  y teórica, de este 

modo, si bien los actores principales para la consecución del trabajo son los partidos políticos en 

sí mismos (personas jurídicas), adicionalmente se ha seleccionado a seis abogados a ser 

entrevistados, como conocedores de la materia de estudio por su conocimiento y experiencia. 

 

3.4. Estrategias de producción de datos 

 

Para la producción de datos nos basaremos en el método inductivo ya que, al ser un trabajo 

de investigación de tipo cualitativo, es en base a la observación y estudio del fenómeno que  
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interpretaremos los datos para su posterior generalización. De esta manera, las técnicas utilizadas 

en la presente investigación son el  análisis documental y las entrevistas.  

 

La entrevista se define como una reunión para conversar  intercambiar información entre 

una persona (el entrevistador) y otra (el entrevistado) u otras (entrevistados). (Hernandez et al., 

2014).  

 

De los tres tipos de entrevistas que existe, como son la estructurada, semiestructurada y no 

estructurada utilizaremos la de tipo semiestructurada ya que si bien previamente se han elaborado 

las preguntas temáticas que formarán parte del cuestionario a aplicar, éstas no son de tipo cerradas 

sino abiertas. Asimismo, la técnica de producción es de tipo no verbal. 

 

El análisis documental por su parte, “es un trabajo mediante el cual por un proceso 

intelectual extraemos unas nociones del documento para representarlo y facilitar el acceso a los 

originales” (Rubio, 2021). 

 

3.5. Propuesta de análisis de datos 

 

En base a la observación y estudio de manera particular del objeto estudiado para el análisis 

de los datos, utilizaremos el análisis de contenido y temático, para ello extraeremos partes de la 

entrevista para analizar e interpretar los conceptos que responden al tema abordado. 

 

También se realizará un análisis comparativo entre la legislación peruana en materia de 

financiamiento público directo y las legislaciones en otros países y su incidencia sobre el 
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comportamiento de sus partidos políticos a fin de establecer similitudes y diferencias que permitan 

hacer una interpretación generalizada para todos los casos. 

 

Una vez que se cuente con la información recolectada, se ordenará y clasificará de acuerdo 

a un criterio personal, de modo tal que los datos seleccionados sean aquellos que permitan alcanzar 

los objetivos plateados en la investigación para finalmente formular las conclusiones y 

recomendaciones. 

 

3.6. Criterios de rigor 

 

Toda indagación cualitativa pretende realizar un trabajo de calidad que cumpla con el rigor 

de la metodología de la investigación. Los principales autores en la materia han formulado una 

serie de criterios para establecer cierto “paralelo” con la confiabilidad, validez y objetividad 

cuantitativa, los cuales han sido aceptados por la mayoría de los investigadores, pero rechazados 

por otros. (Hernandez et al., 2014) 

 

En tal sentido, los criterios que regulan el rigor científico son la credibilidad, 

transferibilidad, auditabilidad y conformabilidad.  A fin de cumplir con tales aspectos, el presente 

estudio utilizará técnicas de investigación como son la entrevista y el análisis documental, dichas 

técnicas utilizarán a su vez como instrumentos una guía de entrevista y una ficha de análisis 

documental, las cuales serán validadas por el asesor de tesis para otorgarles validez y confiabilidad. 
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3.7. Aspectos éticos 

 

La ética es muy importante en la elaboración de los trabajos de investigación y debe estar 

presente en los investigadores, debiendo ser respetada a través de los estilos normativos de citación 

y referenciación. 

 

Teniendo en cuanta el párrafo precédete, la presente investigación ha sido llevada a cabo 

en estricto cumplimiento de la norma APA, respetando los derechos de autor, de modo tal que se 

ha cumplido con citar las fuentes de información utilizadas, realizadas por otros investigadores. 
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CAPÍTULO IV  

 

PRESENTACIÓN Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

 

4.1. Resultados y Triangulación 

 

En esta sección del trabajo, presentaremos los resultados obtenidos a partir del proceso de 

recolección y análisis de datos de las entrevistas e informes técnicos de verificación y control  para 

la investigación que lleva por título “La tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido 

del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094 y su incidencia 

en el comportamiento de los partidos políticos, Lima 2020”. 

 

Para la obtención de resultados se consideró como población a los partidos políticos de la 

ciudad de Lima (24),  tomando como muestra solo a aquellos beneficiarios del Financiamiento 

Público Directo, es decir, los que lograron alcanzar representación congresal. 
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Se sabe que,  una vez que el Jurado Nacional de Elecciones publica la relación de los 

partidos políticos  que lograron alcanzar representación congresal en una determinada elección, en 

merito a dicha proclamación de resultados, la Oficina Nacional de Procesos Electorales determina 

el monto que correspondería abonarle a cada partido político por concepto del  Financiamiento 

Público Directo en un determinado ejercicio anual. 

 

Por citar un ejemplo, en las Elecciones Congresales Extraordinarias-ECE 2020 (celebradas 

el 26 de enero), la relación de estos partidos políticos fue publicada por el Jurado Nacional de 

Elecciones mediante la Resolución Nº 0133-2020-JNE de fecha 28 de febrero de 2020. 

 

En mérito a dicha proclamación de resultados, la Oficina Nacional de Procesos Electorales 

determinó el monto que correspondería abonarle a cada partido político por concepto del  

Financiamiento Público Directo 2020. De esta manera, mediante Resolución Jefatural N° 157-

2020-JN/ONPE de fecha 13 de julio de 2020, aprueba la transferencia a cada partido político. 

 

Ahora bien, la rendición de cuentas por los fondos obtenidos por el Financiamiento Público 

Directo va tener dos escenarios, uno antes de la tipificación de la infracción y sanción  por el uso 

indebido de este tipo de financiamiento, es decir cuando la ley no lo consideraba de manera expresa 

como infracción y sanción (vacío legal) y otro después de su tipificación, es decir, cuando la ley 

ya lo regula expresamente como una vulneración a la norma. 

 

Sobre este punto, y a fin de analizar y comparar el comportamiento de los partidos políticos 

hasta antes de la tipificación de la infracción y sanción del uso indebido del Financiamiento 
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Público Directo, se consideró importante revisar las conclusiones arribadas por la Gerencia de 

Supervisión de Fondos Partidarios de la Oficina Nacional de Procesos Electorales en sus informes 

técnicos anuales de verificación y control, realizados en los años 2017 y 2018, esto teniendo en 

cuenta que solo hasta dicho año este organismo electoral publicó la información en su página web. 

 

Para ello, debemos tener presente lo que señalaba la ley en dichos años, respecto al uso y 

destino que debían tener los fondos obtenidos por el Financiamiento Público Directo. Asimismo, 

en cuanto a los gastos no considerados dentro de los rubros antes descritos, es decir,  dentro de las 

reglas establecidas en la norma, de manera complementaria a la Ley, el Reglamento de 

Financiamiento y Supervisión de Fondos Partidarios establecía en sus artículos 66 y 67 cuáles eran 

estos gastos, los cuales podemos decir que devenían en uso indebido.  

 

Con dicha base normativa, se procedió a revisar los Informes Técnicos emitidos por la 

Gerencia de Supervisión de Fondos Partidarios, respecto a las rendiciones de cuenta presentadas 

por las organizaciones políticas durante los años 2017-2018, de los cuales se advirtió como 

resultado observaciones por uso indebido de este tipo de financiamiento en seis (6) partidos 

políticos, tal como se muestra en la Figura Nro.5 ubicada en el la sección de anexos. 

 

Asimismo, a modo de resumen y para un mejor entendimiento, ya habiendo detallado en 

la Figura Nro.3 las reglas de uso del Financiamiento Público Directo que estuvo vigente hasta 

antes del 25 de setiembre de 2020, en la Figura Nro.6 se sintetiza el destino que debe tener los 

fondos obtenidos por el Financiamiento Público Directo según la Ley 31046 publicada el 24 de 

setiembre de 2020, detallando en la Figura Nro.7 cuáles son  los medios de prueba válidos para 

que los partidos políticos sustenten los gastos de este fondo. 
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Aunado a ello, de las entrevistas realizadas  a abogados especialistas y conocedores del 

tema que nos ocupa, por lo que constituyen un sustancial aporte para el presente estudio, se realizó 

una tabla que sintetiza la codificación por entrevistado y por pregunta, tal como se muestra a 

continuación: 

 

Tabla Nro. 1: Codificación según entrevistado y número de pregunta 
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PREGUNTA 1: ¿Considera usted, que la Ley de Organizaciones Políticas, en cuanto al 

Financiamiento Público Directo, cumple su finalidad? 

Tabla Nro. 2: Resumen de respuestas a la Pregunta N°1 

Elaboración: La Autora 

Aquí podemos notar que de los entrevistados la mitad coincide en que la Ley de 

Organizaciones Políticas  cumple su finalidad ya que fortalece la institucionalidad de los 

partidos políticos, tal como veremos en los siguientes extractos: 

… este tipo de financiamiento público, es uno de los componentes que colaboran en el 

fortalecimiento institucional de los partidos pues, entre otras cosas, disminuye la 

intervención o injerencia de intereses económicos particulares en las funciones partidarias. 

Por consiguiente, si cumple su finalidad (E1, P1). 
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… ayuda a fortalecer la institucionalidad de los partidos políticos a través de un sistema 

democrático (E2, P1). 

Si y estoy de acuerdo con las últimas modificaciones realizadas. No obstante, toda Ley 

debe ser actualizada acorde a las situaciones que se susciten en el transcurso del tiempo 

(E5, P1). 

Por tanto, en cuanto al Financiamiento Público Directo, para el 50% de los entrevistados la ley 

cumple su finalidad, mientras que para el otro 50% no lo cumple. 

PREGUNTA 2: ¿Considera usted, que existían vacíos legales en la Ley de Organizaciones 

Políticas, respecto al Financiamiento Público Directo? ¿En qué aspecto específicamente? 

Tabla Nro. 3: Resumen de respuestas a la Pregunta N°2 

Elaboración: La Autora 
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La mayoría de los entrevistados coinciden en que existían vacíos legales en la Ley de 

Organizaciones Políticas, específicamente en cuanto al tema del Financiamiento Público 

Directo, señalado expresamente lo siguiente: 

…como toda norma es perfeccionable, existían algunos vacíos en cuanto a este tipo de 

financiamiento, la situación pasa por un control simultaneo que deba ejecutarse sobre la 

organización política (E1, P2). 

Si existen vacíos legales, sobre todo en cuanto al marco sancionador por uso indebido, así 

mismo,  en los límites de cada actividad de formación, capacitación e investigación, así 

como de gastos de funcionamiento ordinario (E2, P2). 

Si existían vacíos legales, principalmente respecto al régimen de sanciones (E3, P2). 

Si y considero que debe incluirse un criterio de gradualidad (E5, P2). 

Si. Las reglas que señala la norma dejan mucho espacio para abarcar lo que las 

organizaciones consideran actividades de formación, capacitación, investigación y difusión 

(E6, P2). 

En consecuencia, existe mayoría en consenso en que el marco normativo presentaba 

vacíos legales en cuanto al Financiamiento Público Directo como es el marco sancionador, 

plazos, control, entre otros. 
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PREGUNTA 3: ¿Qué opinión le merece el uso indebido por parte de las 

organizaciones políticas, de los fondos obtenidos por el Financiamiento Público 

Directo? 

Tabla Nro. 4: Resumen de respuestas a la Pregunta N°3 

Elaboración: La Autora 

Podría decirse que la mayoría de los entrevistados muestran una opinión en contra del uso 

indebido del Financiamiento Público Directo, los cuales se presentan justamente por los vacíos 

legales en la norma.  

 

…Asimismo, mediante la Ley 31046 publicada el 24 de setiembre de 2020 que ha 

modificado varios artículos referidos al financiamiento de las organizaciones políticas,  se 

ha tipificado la infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público 

Directo, dejando de este modo claras las reglas para estas organizaciones (E1, P3). 
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Me parece éticamente inmoral. Justamente debido a los vacíos existentes en el marco 

normativo sancionador respecto al uso indebido de este financiamiento es que se presenta 

estos casos de incumplimiento, o uso inadecuado de esta subvención económica (E2, P3). 

Considero que los partidos políticos al dar un uso distinto a los recursos económicos 

otorgados por Financiamiento Público Directo estarían desnaturalizando su creación como 

partidos políticos (E3, P3). 

Me parece inaceptable (E5, P3). 

Debe ser drásticamente sancionado. No hacerlo, sería avalar comportamientos contrarios 

al ordenamiento jurídico en su conjunto (E6, P3). 

Por tanto,  para el 83.3% el uso indebido de los fondos obtenidos por el Financiamiento 

Público Directo genera pues una actitud de rechazo mientras que para un 16.7%, es legal pero no 

es lo mejor. 
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PREGUNTA 4: ¿ Considera usted, que la falta de tipificación de la infracción y 

sanción del uso indebido del Financiamiento Público Directo, afectaba el erario 

público nacional? 

Tabla Nro. 5: Resumen de respuestas a la Pregunta N°4 

Elaboración: La Autora 

La mayoría de los entrevistados convienen en que la falta de tipificación de la 

infracción y sanción del uso indebido del Financiamiento Público Directo, afectaba el 

erario público nacional implicando la afectación a la ciudadanía, pues dicho dinero 

proviene del Presupuesto General de la República y bien podría ser utilizado para otros 

servicios esenciales. 
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…En tal sentido, su uso inadecuado, definitivamente implica la afectación a la prestación 

de otros servicios esenciales que requeriría la población en su conjunto (E1, P4). 

El simple hecho de entregar dinero a un partido político y que se usado para algo distinto 

a lo que establece la Ley, así como la falta de sanciones afectan al tesoro público, porque 

el estado invierte a través de las subvenciones, que bien podrían ser utilizadas en oros 

servicios a favor de la ciudadanía (E2, P4). 

Considero que sí, toda vez que el presupuesto nacional muchas no alcanza a sectores 

vulnerables que sí necesitan de recursos económicos, y los partidos políticos al no dar buen 

uso de los recursos otorgados, le estaría privando a otros sectores (E3, P4). 

Si, considero que, si no se cuenta con un catálogo de faltas en las que podrían incurrir las 

organizaciones políticas, estas no podrían ser sancionadas, más aún tratándose de 

financiamiento por parte del Estado (E5, P4). 

Definitivamente se ve afectado el erario público, ya que son fondos provenientes del 

Presupuesto General de la República (E6, P4). 

En consecuencia, la falta de tipificación de la infracción y sanción del uso indebido 

del Financiamiento Público Directo si afectaba y afecta el erario público nacional. 
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PREGUNTA 5: ¿Qué opina usted, sobre la tipificación de la infracción y sanción, 

respecto al uso indebido del Financiamiento Público Directo? ¿Considera que 

asegurará el cumplimiento de la Ley? 

Tabla Nro. 6: Resumen de respuestas a la Pregunta N°5 

Elaboración: La Autora 

 

Para el 66.7% de los entrevistados la tipificación de la infracción y sanción, respecto al uso 

indebido del Financiamiento Público Directo asegurará y/o puede asegurar su cumplimiento, 

ayudando a desincentivar su actuación fuera del marco legal, mientras que para el 33.3% no lo 

hará  

…puede asegurar el cumplimiento de la Ley, sin embargo, la sanción no solamente debe 

recaer en la organización política, sino los malos manejos deben incidir también en los 

sujetos que se benefician de dichos recursos para ellos o para terceros (E1, P5). 
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Con la última modificación justamente al título que comprende el financiamiento a favor 

de las organizaciones políticas, considero que se delimita el accionar indebido por parte de 

los partidos políticos… por lo que considero que asegurará su estricto cumplimiento (E2, 

P5). 

Va ayudar a desincentivar que sigan actuando fuera del marco de la ley (E3, P5). 

Toda infracción tipificada en un cuerpo normativo tiene como finalidad de afirmar el 

cumplimiento de lo dispuesto en la Ley (E5, P5).  

Por tanto, en términos generales, podríamos decir entonces que si asegurará su 

cumplimiento. 

PREGUNTA 6: ¿Se encuentra usted de acuerdo con la tipificación de la infracción y 

la sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo? 

Tabla Nro. 7: Resumen de respuestas a la Pregunta N°6 

Elaboración: La Autora 
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Finalmente, la totalidad de los entrevistados se muestran de acuerdo con la tipificación de 

la infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo ya que esto 

ocasionaría que los partidos políticos utilicen los recursos para los cuales son destinados. 

 

…En ocasiones, las reglas relativas a la asignación del financiamiento público no se 

precisan en la ley, e incluso aunque así sea pueden producirse usos indebidos (reales o 

percibidos) de los recursos públicos por parte de los partidos o candidatos en el poder, 

aunque con la tipificación es muy probable que sea en menor medida (E1, P6).  

Si estoy de acuerdo, pues tal como lo mencioné en la pregunta que antecede, teniendo un 

marco normativo claro que considere el uso indebido dentro de la categorización de 

infracción y sanción de tipo muy grave, los partidos políticos dejarán de desvirtuar las 

reglas de uso establecidas para este tipo de financiamiento, asegurando su cumplimiento y 

la finalidad para la cual es otorgada (E2, P6). 

Considero que sí, ya que a través de las mismas van ayudar a desincentivar que sigan 

actuando fuera del marco de la ley (E3, P6). 

Si estoy de acuerdo (E4, P6). 

Si me encuentro de acuerdo con dicha tipificación (E5, P6). 

Estoy de acuerdo con que se haya tipificado esa infracción (E5, P6). 

En consecuencia, el 100% de los entrevistados se muestra de acuerdo y a favor con la 

tipificación de la infracción y la sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo. 
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4.2. Discusión de resultados 

 

Estando a los resultados obtenidos conforme a la información y/o aportes recogidos en 

merito a la aplicación de instrumentos como son la guía documental y la guía de entrevistas , se ha 

podido corroborar el supuesto general que la tipificación de la infracción y sanción por el uso 

indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094, 

incide en el comportamiento de los partidos políticos, al ser las organizaciones beneficiarias 

directamente con la subvención monetaria, delimitando positivamente la Ley su actuación. 

 

Tal afirmación es respaldada por las entrevistas realizadas y por el análisis realizado a los 

informes técnicos de verificación y control emitidos por la Gerencia de Supervisión de Fondos 

Partidarios, ya que, teniendo en cuenta que existe un panorama antes y después de la tipificación  

de la infracción y sanción  por su uso indebido, a través de la Ley 31046 que modifica el Titulo VI 

de la Ley de Organizaciones Políticas, respecto al financiamiento de los partidos políticos, 

publicada el 24 de setiembre de 2020. 

 

Se analizaron estos informes técnicos, en base a los informes de rendición de cuentas 

presentados por las organizaciones políticas durante los años 2017 y 2018, como se observa en la 

Figura Nro.5. Advirtiendo casos de incumplimiento a la norma por uso indebido de los fondos 

obtenidos por el financiamiento público directo en las que incurrieron seis partidos políticos, es 

decir, hasta antes de la modificación normativa, cuando existía este vacío legal que no lo incluía 

dentro de su categorización de infracciones. 

 



120 

 

 

 

 

Si bien, en los años 2019, 2020 y lo que va del 2021 la Oficina Nacional de Procesos 

Electorales no ha emitido ni publicado informes técnicos de control, si se ha podido verificar las 

rendiciones efectuadas por los partidos, de cuya revisión en contraste con lo que indica la nueva 

norma, no se detecta casos de incumplimiento, lo que  nos lleva a corroborar el supuesto general. 

 

En cuanto a las entrevistas realizadas a abogados especialistas y conocedores del tema que 

nos ocupa, en la Tabla Nro. 7, podemos observar que el 100% de los entrevistados se  muestran de 

acuerdo y/o a favor con la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido del 

Financiamiento Público Directo ya que esto ocasiona que los partidos políticos utilicen los recursos 

para los cuales han sido destinados y no se desvirtúen las reglas de uso establecidas.  

 

Resultado que guarda también relación con lo sostenido por Ulloa (2005) quien considera 

que la efectiva aplicación de los regímenes de financiamiento político requiere un sistema de 

normas jurídicas que determine, de manera precisa las sanciones o penalidades derivadas de su 

incumplimiento necesarios para su aplicación y cumplimiento. Por su parte, Morón (2017) señala 

que la potestad sancionadora constituye una disposición de gestión necesaria, complementaria a la 

potestad de mando y corrección para reforzar el adecuado cumplimiento del marco normativo 

establecido a fin de salvaguardar el interés público. 

 

Respecto a los supuestos específicos, se tiene primero que el  Financiamiento Público 

Directo es  otorgado con cargo al Presupuesto Público General y, por tanto, el incumplimiento en 

las reglas de uso va afectar directamente el erario público, tal como muestra en la Tabla Nro. 5, 

donde el 83.3% de los entrevistados, es decir la gran mayoría, convienen en que la falta de 

tipificación de la infracción y sanción del uso indebido del Financiamiento Público Directo, afecta 
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el erario público nacional e implica la afectación a la ciudadanía, pues dicho dinero podría ser 

utilizado para otros servicios esenciales que requiere la población en su conjunto. 

 

Resultado que concuerda con lo sostenido por  la Oficina Nacional de Procesos Electorales 

(2015) quienes afirman que el  Financiamiento Público Directo es  la transferencia de fondos del 

tesoro público a los partidos políticos que tienen representación en el Congreso. Asimismo,  

Ferreira (2005) agrega además que las normas sobre financiamiento tienen por finalidad la 

aplicación de principios transparencia en el manejo de fondos, ya que incluyen importantes sumas 

que provienen del presupuesto público, es decir, del bolsillo de los contribuyentes.  

 

En cuanto a segundo supuesto específico, se tiene que  la importancia de la tipificación 

radica en que evita que los partidos políticos utilicen y/o destinen dicho fondo para  cubrir 

actividades distintas a lo establecido.  

 

En ese sentido, la tipificación de la infracción y sanción por el uso indebido del 

Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones Políticas N°28094, incide de manera 

directa y positiva en el comportamiento de los partidos políticos, porque evitar  casos de 

incumplimiento a la norma y afectación del erario público, implicando un gran beneficio para el 

país en general y fortaleciendo su institucionalidad. Esta afirmación se apoya además en la Tabla 

Nro. 6 donde para el 66.7% de los entrevistados la tipificación de la infracción y sanción, respecto 

al uso indebido del Financiamiento Público Directo asegurará y/o puede asegurar su cumplimiento, 

ayudando a desincentivar su actuación fuera del marco legal. 
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Y es que, justamente la Ley 31046, en cuya exposición de motivos precisa la necesidad de 

limitar el uso del financiamiento público con el fin de proteger la malversación del erario público 

nacional, denota la relevancia de este tema frente a los casos de incumplimiento de las reglas 

establecidas para el uso del financiamiento público directo. 

 

De ahí la importancia a su vez que ha cobrado la tipificación de la infracción y sanción por 

el uso indebido del financiamiento público directo, ya que ahora los partidos políticos no podrán 

alegar la existencia de vacíos legales respecto a estos dos puntos, ni tampoco podrán alegar una 

falta de conocimiento de que los fondos que obtienen mediante este tipo de financiamiento no 

pueden ser utilizados para un fin distinto al regulado, pues de hacerlo,  estarían yendo en contra de 

la norma, la misma que actualmente ya la tipifica de manera clara y concreta como una infracción 

y por ende es pasible de sanción. 
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CAPÍTULO V  

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES  

 

5.1 Conclusiones  

 

Primera.-  En el presente trabajo se estableció la forma en que la tipificación de la 

infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de 

Organizaciones Políticas N°28094, incide en el comportamiento de los partidos políticos. Lo más 

importante fue rescatar que esta incidencia se da porque los partidos políticos son las 

organizaciones beneficiarias directamente con la subvención monetaria que otorga el Estado, 

buscando con ello garantizar e incentivar su adecuado cumplimiento, evitando el aprovechamiento 

de dicho vacío legal del que se valían para evadir las reglas y destinar el fondo a fines distintos a 

los establecidos. De esta manera, se delimita positivamente su actuación. Lo más difícil  fue filtrar 

en el portal del ente electoral los casos de incumplimiento debido a problemas propios de la página, 
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sin embargo, se logró superar, descargando los informes emitidos e identificando los 

incumplimientos por parte de los partidos políticos de manera detallada.  

 

Segunda.-  En el presente trabajo se investigó como la falta de tipificación de la infracción 

y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de Organizaciones 

Políticas N° 28094 afectaba el erario público nacional. Lo más importante fue conocer que este 

tipo de financiamiento es  otorgado con cargo al Presupuesto Público General, es decir los fondos 

se transfieren del tesoro público a los partidos políticos beneficiarios. Lo que más ayudó en esta 

parte de la investigación fue conocer los montos habilitados anualmente por la Oficina Nacional 

de Procesos Electorales, a favor de los partidos políticos con representación congresal. Lo más 

difícil  fue acceder al personal de la Gerencia de Supervisión de Fondos Partidarios, así como a los  

auditores del organismo electoral, que son quienes se encargan de identificar los casos en que se 

incurre o no en uso indebido, ya que dada su labor no siempre están prestos a facilitar la 

información, por ello se trabajó en base a los informes que ya se encuentran publicados en el portal 

institucional. 

 

Tercera.- Finalmente, en el presente trabajo se identificó la importancia de la tipificación 

de la infracción y sanción por el uso indebido del Financiamiento Público Directo en la Ley de 

Organizaciones Políticas N°28094. Dicha importancia radica en que se evita que los partidos 

políticos utilicen y/o destinen dicho fondo para cubrir actividades distintas a lo establecido, pues 

teniendo un marco legal completo y óptimo, se podrá evitar el incumplimiento y garantizar que el 

dinero que otorga el Estado y que parte de todos los peruanos, sea utilizado de manera correcta y  

para los fines específicos para los cuales fue dispuesto, fortaleciendo así la institucionalidad de los 
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partidos políticos. Lo que más ayudó a identificar su importancia fue el aporte brindado por los 

especialistas entrevistados. Lo más difícil  fue que debido a la crisis sanitaria generada por la 

pandemia que se vive a nivel mundial, se hizo un poco limitada la accesibilidad a los libros que se 

encuentran en la biblioteca de la entidad,  pero a través de la página web y posteriormente con el 

retorno gradual de las labores presenciales, se logró superar. 

 

5.2 Recomendaciones 

 

Primera.- A la Oficina Nacional de Procesos Electorales, que ejecute cada cierto tiempo 

actividades de mantenimiento en su página web, específicamente de la plataforma Claridad, a fin 

de que la ciudadanía puede tener acceso oportuno a los Informes de Rendición de Cuentas 

presentados por los partidos políticos en materia del Financiamiento Partidario y a los Informes 

Técnicos de Verificación y Control. 

 

Segunda.-  A la Gerencia de Supervisión de Fondos Partidarios, unidad orgánica de la 

Oficina Nacional de Procesos Electorales, que cumpla con publicar de manera oportuna y de 

acuerdo a los plazos establecidos los Informe Técnicos de Verificación y Control en su página 

web, realizados por los auditores del organismo electoral, en merito a las rendiciones de cuentas 

presentadas por los partidos políticos, de modo tal que la población pueda tener acceso directo a 

dicha información, considerando que el Financiamiento Público Directo afecta el Presupuesto 

Público General, por lo que, necesariamente va conllevar a la aplicación de un mecanismo de 

control, verificación y/o fiscalización, ya que se trata del tesoro público del Estado.  
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Tercera.- A la Oficina Nacional de Procesos Electorales, que, en su calidad de organismo 

electoral, encargado de ejercer el control y verificación del financiamiento de las organizaciones 

políticas, aplique correctamente las sanciones establecidas en la Ley N° 31046, a fin de lograr un 

sistema de sanciones efectivo que permita un óptimo uso del Financiamiento Público Directo por 

parte de los partidos políticos, así como, instar a estas organizaciones políticas a través por ejemplo 

de jornadas de capacitación a cumplir con las reglas de uso y/o destino de este fondo. 

 

Finalmente, se recomienda además a los Partidos Políticos, que destinen de manera 

prioritaria el Financiamiento Público Directo para las actividades de capacitación y formación de 

sus integrantes, pues esto es lo que finalmente permitirá que la organización cuente con 

militantes mejor preparados y aptos para desempeñar un cargo público, así mismo, fomentar la 

investigación en temas electorales, ya que de este modo se enriquece la información respecto a 

dicha materia para las futuras generaciones, permitiendo el funcionamiento permanente del 

partido en sí. 
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Anexo 1: Matriz de Categorización 

Título: “LA TIPIFICACIÓN DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN POR EL USO INDEBIDO DEL FINANCIAMIENTO 

PÚBLICO DIRECTO EN LA LEY DE ORGANIZACIONES POLITICAS N°28094 Y SU INCIDENCIA EN EL 

COMPORTAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS, LIMA 2020” 

PROBLEMA OBJETIVOS SUPUESTOS CATEGORIZACIÓN DOMINIOS METODOLOGÍA 

Problema General 

 

-¿Por qué la tipificación de la 

infracción y sanción por el uso 

indebido del Financiamiento 

Público Directo en la Ley de 

Organizaciones Políticas 

N°28094, incide en el 

comportamiento de los partidos 

políticos, Lima 2020? 

 

Problema Específico  

 

-¿Por qué el uso indebido del 

Financiamiento Público Directo 

en la Ley de Organizaciones 

Políticas  N°28094 afecta el 

erario público nacional?  

      

-¿Cuál es la importancia de la 

tipificación de la infracción y 

sanción por el uso indebido del 

Financiamiento Público Directo 

en la Ley de Organizaciones 

Políticas N°28094 respecto al 

comportamiento de los partidos 

políticos?   

Objetivo General 

 

-Establecer la forma en que la 

tipificación de la infracción y 

sanción por el uso indebido del 

Financiamiento Público Directo 

en la Ley de Organizaciones 

Políticas N°28094, incide en el 

comportamiento de los partidos 

políticos, Lima 2020. 

 

Objetivos Específicos 

 

-Investigar como el uso 

indebido del Financiamiento 

Público Directo en la Ley de 

Organizaciones Políticas N° 

28094 afecta el erario público 

nacional. 

 

-Identificar la importancia de la 

tipificación de la infracción y 

sanción por el uso indebido del 

Financiamiento Público Directo 

en la Ley de Organizaciones 

Políticas N°28094 respecto al 

comportamiento de los partidos 

políticos. 

Supuesto General 

 

-Porque los partidos 

políticos son las 

organizaciones 

beneficiarias directamente 

con la subvención 

monetaria, delimitando 

positivamente la Ley su 

actuación. 

 

Supuestos Específicos 

 

-Porque el  Financiamiento 

Público Directo es  

otorgado con cargo al 

Presupuesto Público 

General. 

 

-La importancia radica en  

que evita que los partidos 

políticos utilicen y/o  

destinen dicho fondo para  

cubrir actividades distintas  

a lo establecido. 

 

Categorización 1: 

 

-Uso indebido del 

Financiamiento Público 

Directo 

 

 

 

 

 

Categorización 2: 

 

-Comportamiento de 

los partidos políticos 

 

 

 

-Casos de 

incumplimiento de 

uso por parte de las 

organizaciones 

políticas. 

 

-Informes 

Financieros Anuales 

emitidos por ONPE. 

 

 

 

-Vulneración de las 

reglas para destino  

 

 

-Vulneración de las 

reglas para uso 

 

 

Tipo De Investigación: 

Jurídica – Descriptiva -

Explicativa 

 

Enfoque: 

Cualitativo 

 

Diseño de Investigación 

Transversal - No experimental 

Teoría Fundamentada 

 

Participantes: 

Partidos políticos de la ciudad 

de Lima (24) 

Abogados especialistas   

 

Muestra: 

Partidos políticos de la ciudad 

de Lima, beneficiarios del 

Financiamiento Público Directo. 

Seis abogados especialistas. 

 

Técnicas de acopio de datos: 

Análisis documental 

Entrevistas 

 

Instrumentos de acopia de 

datos: 

Guía de entrevista 

Guía de análisis documental  
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Anexo 2: Guía de Entrevista 

 

1. ¿Considera usted, que la Ley de Organizaciones Políticas, en cuanto al  

   Financiamiento Público Directo, cumple su finalidad? 

2. ¿Considera usted, que existían vacíos legales en la Ley de Organizaciones  

  Políticas, respecto al Financiamiento Público Directo? ¿En qué aspecto   

  específicamente? 

3. ¿Qué opinión le merece el uso indebido por parte de las organizaciones políticas, 

  de los fondos obtenidos por el Financiamiento Público Directo? 

4. ¿ Considera usted, que la falta de tipificación de la infracción y sanción del uso 

   indebido del Financiamiento Público Directo, afectaba el erario público nacional? 

5. ¿Qué opina usted, sobre la tipificación de la infracción y sanción, respecto al uso 

   indebido del Financiamiento Público Directo? ¿Considera que asegurará el  

  cumplimiento de la Ley? 

6. ¿Se encuentra usted de acuerdo con la tipificación de la infracción y la sanción por

   el uso indebido del Financiamiento Público Directo? 
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Anexo 3: Guía de Análisis Documental 
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Anexo 4: Figuras y Datos estadísticos  

 

Figura Nro.1 

 

 

 

 

 

 

 

 

  Fuente: Jurado Nacional de Elecciones 

Figura 1. Lima: Partidos políticos que lograron alcanzar representación congresal en las 

Elecciones Congresales Extraordinarias 2020 

 

Figura Nro.2 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: ONPE 

Figura 2. Lima: Monto del Financiamiento Público Directo 2020 a otorgarse a las 

organizaciones políticas beneficiarias. 
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Figura Nro.3 

 

 

Elaboración: La Autora 

Fuente: ONPE 

Figura 3. Reglas de uso del Financiamiento Público Directo antes de la modificación del Título 

VI de la Ley de Organizaciones Políticas. 

 

Dato Estadístico Nro.1 

 

 

Elaboración: La Autora 

Fuente: ONPE 

 

 

HASTA UN 50% HASTA UN 50%

USOS DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO DIRECTO

EN ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN, 

FORMACIÓN, DIFUSIÓN E INVESTIGACIÓN

EN GASTOS RELACIONADOS CON EL 

FUNCIONAMIENTO ORDINARIO, MOBILIARIOS, 

ADQUISICIÓN DE INMUEBLES NECESARIOS PARA 

ATENCIÓN DE ACTIVIDADES RELACIONADAS CON EL 

OBJETO DE LA ORGANIZACIÓN POLÍTICA

50%50%

USOS DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO 
DIRECTO

1

2
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Figura Nro.4 

 

 

Elaboración: La Autora 

Fuente: ONPE 

Figura 4. Gastos no considerados para el uso del Financiamiento Público Directo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

NO SE CONSIDERAN GASTOS DE FUNCIONAMIENTO 

ORDINARIO

 (ARTICULO 66)

NO SE CONSIDERAN GASTOS DE CAPACITACIÓN O 

FORMACIÓN  (ARTICULO 67)

GASTOS NO CONSIDERADOS EN EL FINANCIAMIENTO PÚBLICO DIRECTO

1.Solventar publicidad política con fines electorales en 

medios de comunicación. 

2. Promover o difundir la imagen de una o varias 

personas vinculadas a la organización política. 

3. Solventar gastos vinculados a las campañas 

electorales. 

4. Realizar o contratar servicios referidos a encuestas 

de opinión. 

5. Realizar actividades orientadas al financiamiento 

proselitista. 

6. Otros que no se encuentren vinculados 

directamente a las necesidades operativas y 

administrativas ordinarias de la organización política.

1.Los desembolsos de dinero destinados a 

solventar gastos de campañas políticas y 

electorales o gastos de funcionamiento ordinario.

2.Las asambleas, reuniones de los órganos 

partidarios o cualquier otra reunión de afiliados o 

directivos dispuesta por el Estatuto. 

3. Las reuniones de afiliados o simpatizantes, 

mítines o celebraciones. 

4. Las actividades destinadas a captar aportes o 

ingresos para la organización política. 

5. Las publicaciones que contengan propaganda 

electoral. 

6. Otros que no guarden relación con lo señalado.



255 

 

 

 

 

Figura Nro.5 

 

 

 

 

 

AÑO 2017 AÑO 2018

PARTIDO POLÍTICO OBSERVACIONES OBSERVACIONES

PERUANOS POR EL KAMBIO

1. En la factura por concepto de 

honorarios a expositor

 por una Actividad de Formación no se 

cumple con aplicar los impuestos 

respectivos (retención, IGV).

2.Las actividades de capacitación, 

formación e investigación no estan 

orientarlas a la participación politica de 

mujeres, jóvenes y representantes de 

comunidades nativas.

1. En el rubro de Funcionamiento 

Ordinario, canceló impuesto predial en el 

primer y segundo

 trimestre del 2018, siendo ésta una 

obligacipón del contribuyente 

(propietario).

2.En el rubro de Funcionamiento 

Ordinario, realizó pagos derenta de 

primera categoría en el primer, sergundo y 

tercer trimestre del 2018 cuando esta 

responsabildiad es del contribuyente.

PARTIDO POPULAR CRISTIANO -

1. En los meses de enero a marzo 2018 

realizó gastos

 por funcionamiento ordinario pese a que 

aun no se habia aprobado el plan y 

presupuesto del FPD 2018 por la GSFP.

2.Pago de servicio de agua potable y 

alcantarillado está a nombre de otra 

persona y no del partido politico cuando lo 

correcto es que los pagos se relaicen 

mediante giros de cheques y/o carta 

orden a nombre de sus proveedores y no a 

nombre de una tercera persona.

ALIANZA PARA EL PROGRESO

1.Excedieron el monto asignado para la 

adquisición de Activos Fijos.

2.Las actividades de capacitación, 

formación e investigación no estan 

orientarlas a la participación politica de 

mujeres, jóvenes y representantes de 

comunidades nativas.

-

USOS INDEBIDOS DEL FPD REPORTADOS EN LOS INFORMES TÉCNICOS DE LA ONPE
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Elaboración: La Autora 

Fuente: ONPE 

Figura 5. Usos indebidos del Financiamiento Público Directo reportados por la ONPE en sus 

Informes Técnicos de verificación y control en los años 2017 y 2018. 

  

PARTIDO DEMOCRÁTICO SOMOS 

PERU

1. Reporta gastos como Actividades de 

Investigación

 cuando el rubro correcto es Actividad 

de Capacitación (talleres).

2.Las actividades de capacitación, 

formación e investigación no estan 

orientarlas a la participación politica de 

mujeres, jóvenes y representantes de 

comunidades nativas.

3.Gastos de Funcinamiento Ordinario 

superan el presupuesto establecido.

1. Efectuó gastos en Actividades de 

Formación sin que éstos hayan sido 

prograamdos en su presupuesto 

aprobado.

2.Efectuó transferencia de fondos de la 

Actividad de Formación y la Actividad e 

Investigacióna la Actividad de 

Capacitación, contraviniendo lo 

establecido en la norma.

3.En la Actividad de Capacitación excedió 

sus gastos, mas de lo programado en su 

plan de actividades y presupuesto 

aprobado.

3.Los importes de 4 facturas pagadas por 

Actividades de capacitación superan una 

UIT, no habiendo teniedo en cuenta que 

para estos casos se requiere de una 

pluralidad de postores.

FRENTE AMPLIO POR JUSTICIA VIDA 

Y LIBERTAD

1.Las actividades de capacitación, 

formación e 

investigación no estan orientarlas a la 

participación politica de mujeres, 

jóvenes y representantes de 

comunidades nativas.

2. En el rubro de Actividades de 

Capacitación el partido ha editado, 

impreso y difundido el periodico 

"Causa" cuyo contenido transgrede la 

norma al faltar el respeto a 

representantes de otros partidos 

politicos.

-

RESTAURACIÓN NACIONAL

1. En el rubro de Funcionamiento 

Ordinario se registró como gasto el 

pago por los servicios de 

procesamiento de ifnromación 

contable 2017, sin embargo, no se 

evidenció el trabajo realizado.

2.Las actividades de capacitación, 

formación e 

investigación no estan orientarlas a la 

participación politica de mujeres, 

jóvenes y representantes de 

comunidades nativas.

-
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Dato Estadístico Nro.2 

 

 

Elaboración: La Autora 

Fuente: ONPE 

 

 

 

 

 

 

0

1

2

3

4

5

PERUANOS POR
EL KAMBIO

PARTIDO
POPULAR

CRISTIANO

ALIANZA PARA
EL PROGRESO

PARTIDO
DEMOCRÁTICO
SOMOS PERU

FRENTE
AMPLIO POR

JUSTICIA VIDA Y
LIBERTAD

RESTAURACIÓN
NACIONAL

Casos de incumplimiento

AÑO 2017 AÑO 2018



258 

 

 

 

 

Figura Nro.6 

 

Elaboración: La Autora 

Fuente: ONPE 

Figura 6. Lima: Reglas de uso del Financiamiento Público Directo por parte de las 

organizaciones políticas según la Ley 31046. 

 

INMUEBLES MUEBLES OTROS

ACTIVIDADES DE

DIFUSIÓN

DESARROLLAR SISTEMAS INFORMATICOS O HERRAMIENTAS DIGITALES 

Y PROCESAMIENTO DE DATOS

OTROS NO VINCULADOS DIRECTAMENTE CON LAS ACTIVIDADES 

OPERATIVAS Y ADMINISTRATIVAS ORDINARIAS DEL PARTIDO POLITICO

NO SE CONSIDERAN:

AQUELLAS QUE 

FOMENTAN

 EL CONOCIMIENTO 

Y ASIMILACIÓN DE 

IDEARIOS 

PRINCIPIOS Y 

VALORES ASI COMO 

LOS PLANES Y 

PROGRAMAS QUE 

REFLEJEN SUS 

PROPUESTAS

CONTRIBUYEN A LA 

CAPACITACIÓN 

TÉCNICA PARA LA 

PARTICIPACIÓN 

POLÍTICA DE LA 

CIUDADANÍA QUE 

PERMITA FORMAR 

CIUDADANOS 

APTOS E IDONEOS 

PARA ASUMIR 

CARGOS PÚBLICOS

INVESTIGACIÓN, 

TRABAJOS DE 

ACOPIO Y ANÁLISIS 

DE INFORMACIÓN. 

LOS RESULTADOS 

DE ESTAS 

ACTIVIDADES DE 

INVESTIGACIÓN 

DEBEN SER 

PUBLICADOS POR 

LOS PARTIDOS 

POLITICOS Y 

REMITIDOS A LA 

ONPE

REALIZAR ACTIVIDADES ORIENTADAS AL FINANCIAMIENTO 

PROSELITISTA

USOS DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO DIRECTO

SOLVENTAR PUBLICIDAD POLITICA CON FINES ELECTORALES EN MEDIOS 

DE COMUNICACIÓN

PROMOVER O DIFUNDOR LA IMAGEN DE UNA O VARIAS PERSONAS 

VINCULADAS DEL PARTIDO POLÍTICO

SOLVENTAR GASTOS VINCULADOS A LAS CAMPAÑAS ELECTORALES

REALIZAR O CONTRATAR SERVICIOS REFERIDOS A ENCUESTAS 

DIVULGAR LAS 

ACTIVIDADES 

RELACIONADAS A 

LA FORMACIÓN, 

CAPACITACIÓN E 

INVESTIGACIÓN A 

TRAVÉS DE LOS 

MEDIOS DE 

COMUNICACIÓN A 

FIN DE MANTENER 

INFORMADOS A 

LOS AFILIADOS Y 

CIUDADANIA EN 

GENRAL.

GASTOS DE FUNCIONAMIENTO ORDINARIO

 (ADQUISICIÓN DE BIENES PARA ACTIVIDADES OPERATIVAS Y 

ADMINISTRATIVAS)

HASTA UN 50% NO MENOS DEL 50%

ACTIVIDADES DE 

FORMACIÓN

ACTIVIDADES DE

 CAPACITACIÓN 

ACTIVIDADES DE

INVESTIGACIÓN
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Figura Nro.7 

 

Elaboración: La Autora 

Fuente: ONPE. 

Figura 7. Lima: Sustento de gastos del Financiamiento Público Directo por parte de las 

organizaciones políticas. 

 

 

 

POR ACTIVIDADES DE FORMACIÓN, 

CAPACITACIÓN , INVESTIGACIÓN Y 

DIFUSIÓN 

GASTOS DE PERSONAL
GASTOS POR SERVICIOS 

DIVERSOS
GASTOS OPERATIVOS GASTOS FINANCIEROS

SUELDOS, SALARIOS, 

COMISIONES, 

SEGURIDAD Y 

PREVISIÓN SOCIAL

GASTOS DE CARÁCTER 

NECESARIO PARA 

ATENDER ACTIVIDADES 

CONSUSTANCIALES AL 

OBJETO DEL PARTIDO 

POLÍTICO

GASTOS DE 

CARÁCTER

 FIJO (INMUEBLE Y 

MOBILIARIO) Y LOS 

PROPIOS DE LA 

GESTIÓN OPERATIVA

MANTENIMIENTO, 

PRESTAMO Y USO DE 

RECURSOS FINANCIEROS 

EN BANCOS Y ENTIDADES 

FINANCIERAS Y OTRAS 

COMISIONES

POR GASTOS DE FUNCIONAMIENTO ORDINARIO

 (ADQUISICIÓN DE BIENES PARA ACTIVIDADES OPERATIVAS Y ADMINISTRATIVAS)

HONORARIOS DE LOS EXPOSITORES O 

INVESTIGADORES,

ALQUILER DE LOCAL, MOBILIARIO, 

EQUIPOS, UTILES DE OFICINA, 

IMPRESIONES Y MATERIAL DIDÁCTICO, 

ADQUISICIÓN DE MATERIAL 

BIBLIOGRÁFICO Y HEMEROGRÁFICO, 

PRODUCCIÓN DE MATERIALES 

AUDIOVISUALES, DIFUSION DE 

ACTIVIDADES DE FORMACIÓN, 

CAPACITACIÓN E INVESTIGACIÓN Y 

OTROS VINCULADOS A ESTAS.

SUSTENTO DE GASTOS DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO DIRECTO
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Anexo 5: Ley N° 31046 – Ley que modifica el Título IV “Del Financiamiento de los partidos 

políticos” de la Ley N° 28094, Ley de Organizaciones Políticas
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Anexo 6: Exposición de motivos del Proyecto de Ley que modifica diversos artículos de la Ley de 

Organizaciones Políticas    
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